
P O N E N C I A S
se encuentren fuera del país sean informadas y orien-
tadas adecuadamente acerca de sus derechos, medidas 
y recursos.

Conviene resaltar que este proyecto de ley es el 
resultado de varios años de trabajo, producto de dife-
rentes audiencias públicas, debates de control político, 
foros académicos, Comisión de Seguimiento a la Ley 
1448 de 2011, entre otros, con víctimas en Colombia y 
en el exterior, en países como España, Estados Unidos 
y Ecuador.

Así mismo, se han llevado a cabo mesas de trabajo 
interinstitucionales con la Unidad para la Atención y 
Reparación Integral de las Víctimas, Unidad de Resti-
tución de Tierras, Procuraduría General de la Nación y 
Defensoría del Pueblo.

-
dades de las víctimas en el exterior para lograr un acce-

-
ción, sino también en su ejecución y puesta en marcha 
desde los consulados del país.

De esta manera, esta importante iniciativa pretende 
ampliar la cobertura de los artículos 204 y 30 de la Ley 
1448 de 2011, para que las víctimas colombianas en 
exterior sean orientadas e informadas adecuadamente 
acerca de sus derechos, medidas y recursos a través del 
Ministerio de Relaciones Exteriores.

“Artículo 30. Principio de publicidad. El Estado a 
través de las diferentes entidades a las cuales se asig-
nan responsabilidades en relación con las medidas 
contempladas en esta ley, deberá promover mecanis-

-
dos a las víctimas. A través de estos deberán brindar 
información y orientar a las víctimas acerca de los 
derechos, medidas y recursos con los que cuenta, al 
igual que sobre los medios y rutas judiciales y admi-
nistrativas a través de las cuales podrán acceder para 
el ejercicio de sus derechos”.

 “Artículo 204. El Gobierno nacional, a través del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, y de acuerdo a lo 
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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

136 DE 2016 SENADO
por medio de la cual se reforma el artículo 204 de 

la Ley 1448 de 2011, para fortalecer el acceso a los 
derechos de verdad, reparación, restitución y garan-
tías de no repetición para las víctimas en el exterior y 

se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C.,
Honorable Senador
CARLOS FERNANDO MOTOA SOLARTE
Presidente
Comisión Primera Constitucional Permanente
Senado de la República
Ciudad
Referencia: Informe de Ponencia para Primer De-

bate al Proyecto de ley número 136 de 2016 Senado, 
por medio de la cual se reforma el artículo 204 de la 
Ley 1448 de 2011, para fortalecer el acceso a los de-
rechos de verdad, reparación, restitución y garantías 
de no repetición para las víctimas en el exterior y se 
dictan otras disposiciones.

Señor Presidente:
En cumplimiento del encargo impartido por usted, 

procedo dentro del término previsto para el efecto a 
rendir el informe de ponencia para primer debate en la 
Comisión Primera del honorable Senado de la Repúbli-
ca, del Proyecto de ley número 136 de 2016 Senado, 
por medio de la cual se reforma el artículo 204 de la 
Ley 1448 de 2011, para fortalecer el acceso a los de-
rechos de verdad, reparación, restitución y garantías 
de no repetición para las víctimas en el exterior y se 
dictan otras disposiciones.

1. OBJETO DEL PROYECTO.
La presente iniciativa tiene como objeto garantizar 

que las víctimas, de que trata la Ley 1448 de 2011, que 
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dispuesto en el artículo 30, garantizará que las víc-
timas de que trata la presente ley que se encuentren 
fuera del país sean informadas y orientadas adecua-
damente acerca de sus derechos, medidas y recursos”.

2. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO DE 
LEY.

2.1. Víctimas en el exterior carecen de enfoque es-
pecial en la Ley 1448 de 2011.

consideró un enfoque especial de aplicación para las 
víctimas en el exterior. En este sentido, temas esencia-
les como el del retorno, la restitución, la reparación, la 
inscripción al Registro Único de Víctimas son genera-
les ante el panorama de ejecución en el exterior de la 
ley.

apartes de la ley, así:
Artículo 66. Retornos y Reubicaciones.
Parágrafo 2º. La Unidad Administrativa Especial 

para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 
reglamentará el procedimiento para garantizar que las 
personas víctimas de desplazamiento forzado que se 
encuentren fuera del territorio nacional con ocasión 

la presente ley, sean incluidas en los programas de re-
torno y reubicación de que trata el presente artículo.

Artículo 149. El Estado colombiano adoptará, en-
tre otras, las siguientes garantías de no repetición:

j) Difusión de la información sobre los derechos de 
las víctimas radicadas en el exterior;

Artículo 204. El Gobierno nacional, a través del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, y de acuerdo a 
lo dispuesto en el artículo 30, garantizará que las víc-
timas de que trata la presente ley que se encuentren 
fuera del país sean informadas y orientadas adecua-
damente acerca de sus derechos, medidas y recursos.

2.2. Ejecución tardía de la Ley de Víctimas en el 
Exterior.

No obstante, la realidad del colectivo de víctimas en 
el exterior vino a conocerse posteriormente a partir de 
estudios de ONG especializadas en trabajo social con 
refugiados y exiliados en todo el mundo, en especial 
la ACNUR, que en 2012 publicó su anuario “Tenden-
cias Globales 2012” 1 cifras de desplazamiento en el 
mundo, en el cual se evidenció que las víctimas colom-
bianas en el exterior ascendían a cerca de 400.000. En 

-
dición de refugio o similar podrían ascender a 500.000 
debido al amplio subregistro, dado que la mayoría de la 
migración forzada se da en un primer momento a través 
de fronteras en donde el control migratorio es mínimo.

2.3. Falta de articulación para la atención inte-
gral de las víctimas en el exterior.

A pesar de los grandes esfuerzos que ha realizado 
la Cancillería a través de sus consulados y embajadas, 
no ha sido posible lograr la cobertura necesaria para 

-
nocimiento de las víctimas en el exterior, así como en 

1  Desplazamiento, el nuevo reto del siglo XXI. Tenden-
cias Globales ACNUR 2012. Agencia de las Naciones 
Unidas para los Refugiados. 

la difusión de la información para que esta población 
conozca las medidas a las que tiene derecho.

En este sentido, persiste el pronóstico negativo que 
para el 10 de junio 2017 no será posible inscribir a 
todas las víctimas, lo cual dejaría en estado crítico el 
reconocimiento de casi medio millón de personas des-
plazadas si para esta fecha se cierran las inscripciones 
en los consulados.

En este sentido, se hace necesaria una articulación 
para que desde la Unidad de Víctimas, con apoyo del 
Ministerio de las Tecnologías de la Información, se lo-
gre avanzar en la toma de declaraciones para la inscrip-
ción de víctimas de manera virtual, para así desconges-
tionar los consulados y lograr una mayor cantidad de 
registros.

2.4. Plan retorno.
En este momento las víctimas en el exterior deben 

llegar a territorio nacional por sus propios medios y 
una vez en Colombia la Unidad de Víctimas realiza el 
acompañamiento para el retorno.

En este sentido, se considera imperativo el diseño 
y desarrollo de un plan para el retorno de las víctimas 
en el exterior, sobre todo de aquellas que se encuen-
tran en territorios de frontera en condiciones de máxi-
ma vulnerabilidad (indocumentados, mujeres, niños). 
Así mismo de las víctimas que se encuentran en otros 
continentes, quienes se ven imposibilitadas en adqui-
rir tiquetes aéreos para retornar al país. Por esta razón 
se autoriza al Gobierno nacional para que, en caso de 

del retorno, se acuerden convenios de cooperación con 
los Gobiernos de los países de acogida, para que, como 
un gesto humanitario, las víctimas puedan retornar por 
medio de vuelos programados con el apoyo de agencias 
internacionales, de forma gratuita.

De igual manera por medio del presente proyecto 
de ley se busca articular los mecanismos para el acom-
pañamiento al retorno con la Ley 1565 de 2012, por 
medio de la cual se debe garantizar la inclusión laboral 
y productiva de los retornados.

Conforme con el Acuerdo Final para la Terminación 

Duradera, del 12 de noviembre de 2016, se contem-
plaron procesos colectivos de retornos de personas en 
situación de desplazamiento y reparación de víctimas 
en el exterior, de la siguiente manera:

“5.1.3.5. Procesos colectivos de retornos de per-
sonas en situación de desplazamiento y reparación de 
víctimas en el exterior.

(…)
En cuanto al gran número de víctimas que debieron 

abandonar el país como consecuencia de diferentes 
violaciones a los derechos humanos e infracciones al 

en desarrollo de este Acuerdo, fortalecerá el programa 
de reconocimiento y reparación de víctimas en el ex-
terior, incluyendo refugiados y exiliados victimizados 

mediante la puesta en mar-
cha de planes de “retorno acompañado y asistido”. 
El retorno asistido consistirá en promover condiciones 
para facilitar su retorno al país y la construcción de 
su proyecto de vida, incluyendo condiciones dignas de 
acogida a través de la coordinación de estos planes 
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progresivamente el acceso a derechos básicos, al em-
pleo digno, vivienda, salud y educación en todos los 
niveles según las necesidades de cada quien. Se prio-
rizará su reubicación en los lugares desde donde tu-
vieron que partir respetando la voluntad de la víctima. 
El Gobierno adoptará las medidas necesarias para 
articular estos planes, donde haya lugar, con los dife-
rentes planes y programas acordados, en particular los 
PDET”. (Negrilla fuera de texto).

2.5. Victimas en el exterior, base para la cons-
trucción de paz estable y duradera en el exterior.

Se considera que, es necesario fortalecer la política 
pública y la legislación en favor de las víctimas en el 
exterior, como muestra de que la PAZ es un proceso 
incluyente y no solo discursivo. Por ello es necesa-
rio reconocer que una Paz Estable y Duradera, como 
la proyecta el Gobierno nacional y como la espera el 
país, no será posible sin el reconocimiento e inclusión 
adecuada de las víctimas en el exterior dentro de este 

la vida nacional y la historia del país en el corto plazo y 
en las décadas subsiguientes. Este proyecto es un acto 
de paz y rendirá frutos en pro de la aceptación y buen 
recibo de los postulados hacia el posacuerdo para la 
comunidad de colombianos en el exterior.

En vista de lo anterior, es necesario que se desarro-

de Víctimas en el exterior, así como para extender en 
los países con mayor número de colombianos, una pe-
dagogía sobre los Acuerdos de La Habana, para que los 
connacionales conozcan sus derechos y puedan aportar 
a la construcción de la Paz de Colombia.

Sobre este punto la Unidad de Víctimas2 agrega:
En este sentido consideramos que, es necesario for-

talecer la política pública y la legislación en favor de 
las víctimas en el exterior, como muestra de que la PAZ 
es un proceso incluyente y no solo discursivo.

Si bien los resultados del plebiscito realizado el 
pasado 2 de octubre de 2016 no conllevaron a la re-

en el marco de la justicia transicional cuyo objetivo es 
“garantizar que los responsables de las violaciones al 
Derecho Internacional Humanitario violaciones gra-

rindan las cuentas, se satisfagan los derechos a la jus-
ticia, la verdad y la reparación integral a las víctimas” 
se mantiene la necesidad de ajustar la atención y repa-
ración integral a las víctimas que se encuentran fuera 
del territorio nacional.

3. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY.

Ley 1448 de 2011.
Artículo 1° al artículo 204 de la Ley 1448 de 2011 

3.1. Se busca fortalecer las acciones para las vícti-
mas en el exterior, con base en los artículos 49, 51, 60, 

2  Análisis Proyecto de Ley víctimas en el exterior “Por 
medio de la cual se reforma el artículo 204 de la Ley 
1448 de 2011, para fortalecer el acceso a los derechos de 
verdad, reparación, restitución y garantías de no repeti-
ción para las víctimas en el exterior y se dictan otras dis-
posiciones. Unidad de Víctimas, proyectado por Gladys 
Prada Subdirectora General UARIV. 

61, 66, 67, 68, 69, 72, 98, 139, 140,145, 149, 155, 175, 
176.

3.2. Busca que El Gobierno nacional se percate de 
la necesidad del reconocimiento de las víctimas colom-
bianas en el exterior, y así emprenda la búsqueda en 
establecer acuerdos humanitarios, para garantizar el 
efectivo reconocimiento de las víctimas en el exterior 

Según la ACNUR en su último informe de Tenden-
cias Globales de Desplazamiento Forzado3, Colombia 
se mantiene entre los primeros 10 países con más des-
plazamiento al exterior con cerca de 90.000 refugiados 
y cerca de 250.000 nacionales en condición similar a 
la de refugiados, sumando así 340.200 víctimas en el 
exterior, sin tener en cuenta el subregistro que podría 
ascender a las 500.0004 según la misma ONG. Frente 
a ello es evidente que el esfuerzo del Gobierno para 
la atención integral de las víctimas debe extenderse al 
campo del diálogo con los países destino de las vícti-
mas para garantizar la protección de sus Derechos Hu-
manos, y en este sentido solicitar la formalización de 
su status migratorio y el acceso a servicios básicos de 
salud, educación y oportunidades de empleo.

3.3. Se amplía el plazo para la recepción de solici-
tud de inscripciones al Registro Único de Víctimas en 
el exterior; en un término de dos años (2) contados a 
partir de la entrada en vigencia de la presente ley.

En este mismo sentido, tanto la Procuraduría Gene-
-

dad de ampliar el plazo y se radicaron los Proyectos de 
ley número 140 de 2015 Senado y 157 de 2015 Senado, 

víctimas en el exterior, entre otras disposiciones. No 
obstante ambas iniciativas fueron archivadas por trán-
sito a nueva legislatura.

Esta extensión del plazo es imperante dado que la 
-

cios de la Ley 1448 de 2011 y de ser reconocidos como 

verdad, reparación, restitución de tierras y garantías de 
no repetición.

3.4. Se encarga a la Unidad de Víctimas, al Ministe-
rio de Relaciones Exteriores y a Mintic, para coordinar 
y reglamentar la recepción de solicitud de inscripción 
virtual de las víctimas en el exterior.

Con esta medida se propone generar un fortaleci-
miento técnico interinstitucional para la recepción de 
solicitudes de inscripción. Con ello se busca que las 
víctimas no tengan necesidad de ir al consulado, visita 
que puede interferir con su status de asilo conforme a 
las condiciones de los países de acogida. Así mismo, 
muchas de las personas en situación de refugio o simi-
lares tienen temor de acercarse al consulado por consi-
derar que la declaración de los hechos sufridos puede 
conllevar a un nuevo riesgo o persecución, es decir, a 
una nueva victimización por parte de los responsables.

3  -
caciones/2016/10627.pdf. Tendencias Globales de Des-

Alto Comisionado para los Refugiados ACNUR.
4  2008. PPT. ANCUR. John Fredriksson. Dos caras de una 

crisis humanitaria: El desplazamiento interno en Colom-
Caracas 

– Venezuela/25 de abril de 2008.
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Por otra parte, teniendo en cuenta las condiciones 
precarias de las víctimas, el visitar el consulado puede 

lo cual requiere un presupuesto para los viáticos que en 
la mayoría de casos la víctima no puede acudir.

Por estos motivos, la toma de declaración virtual 
permitirá la descongestión de los funcionarios en los 
consulados, quienes pueden tardar hasta una jornada 
completa por cada toma de declaración, lo que desin-
centiva que las víctimas que están esperando su turno 
regresen.

-
bilidad del Ministerio de Relaciones Exteriores a través 
de los consulados para la toma de declaraciones, el ob-
jetivo de la reforma al artículo es que el consulado pue-
da contar a su vez con una plataforma virtual a la que 
los visitantes puedan acceder desde el consulado a la 
orientación integral para las víctimas, creando un nodo 
en línea con la Unidad de Víctimas para el apoyo logís-
tico de la planta de funcionarios de la misión consular.

Así mismo, se propone que las personas puedan 
acceder a la atención de la Unidad de Víctimas desde 
cualquier lugar del mundo a través de esta alternativa 
virtual.

3.5. La Unidad de Víctimas podrá realizar jornadas 
especiales de toma de declaraciones e inscripción de 
víctimas, en los países con mayor número de víctimas, 
con especial enfoque en los países fronterizos.

Esta medida faculta a la Unidad de Atención y Re-
paración Integral de las Víctimas para realizar jornadas 
especiales en países de frontera con alta concentración 

pocas posibilidades de acceso a los servicios del Estado 
colombiano o al Consulado.

Asimismo, estas jornadas permitirán el registro de 
una mayor cantidad de personas con el apoyo del per-

-

condiciones de vida. De tal manera que puedan acceder 
de forma inmediata a las medidas de atención humani-
taria contenida en la Ley 1448 de 2011 y del Derecho 
Internacional Humanitario dado el caso.

3.6. Las víctimas colombianas en el exterior podrán 
solicitar de manera voluntaria la compensación en di-
nero en lugar de la restitución de tierras a que tengan 
derecho, una vez declaren su voluntad de no retorno.

El trámite de restitución de tierras, encargado a la 
Unidad de Restitución de Tierras, implica un proceso 
más complejo en el cual la víctima, de no tener una 
voluntad de retorno o de no poder hacerlo por su con-
dición de refugiado, deberá nombrar un apoderado en 
Colombia que haga sus veces para los efectos y actos 
jurídicos a que haya lugar. Así mismo para la venta 
eventual del bien y su consignación al propietario víc-
tima en el exterior.

Ya sea que la víctima haya perdido parcial o to-
talmente el contacto con sus familiares o personas de 

voluntariamente no retornar al país. La Restitución se 
convierte en un proceso extenso y difícil para los re-

-
puesta se busca facilitar el trámite de la compensación 
económica en lugar de la restitución, de tal forma que 
la persona pueda gozar de la compensación en el país 

de residencia sin necesidad de acudir a terceros para 
la materialización de la medida. Así también facilita la 
administración de las tierras por parte de la Unidad de 
Tierras, ya que al momento de la compensación eco-
nómica, las tierras o bienes a los que tenía derecho la 
víctima en el exterior podrán pasar al Fondo de Tierras 

3.7. Se encarga al Gobierno nacional a través de los 
consulados de Colombia en todo el mundo, conmemo-
rar el Día de la Memoria y Solidaridad con las Vícti-
mas, y realizar las acciones previstas para la reparación 
simbólica y memoria de las víctimas en el exterior.

Actualmente la implementación de la Ley 1448 de 
2011 se ha orientado en virtud única de la inscripción 
de las víctimas. El objetivo del numeral propuesto es 
el de activar las demás medidas de reparación, no solo 
las económicas, sino aquellas que conllevan a la repa-
ración simbólica y reconocimiento de su condición de 
víctimas mediante actos culturales y de conmemora-
ción, con participación incluyente y que se desarrollen 
en el exterior.

En Colombia el 9 de abril se conmemora el Día de 
la Memoria y Solidaridad con las Víctimas, día en el 
que el Congreso en Pleno sesione de manera extraordi-
naria y abre su espacio para que las víctimas participen. 
Sin embargo, las víctimas en el exterior no son convo-
cadas a este espacio, y los actos que se llevan a cabo 
en el exterior son de iniciativa de la comunidad o de 

esta conmemoración sea hecha en todos los consulados 
de Colombia en el mundo.

3.8. Las víctimas en el exterior podrán reclamar su 

resida en una ciudad o país que no cuente con sede de 
la misión diplomática colombiana.

Actualmente, la Ley 1448 de 2011 establece que las 

Militar Obligatorio. Sin embargo, para los colombianos 
en el exterior que están inscritos en el Registro Único 
de Víctimas (RUV) no existe una ruta de solicitud y 
entrega de la Libreta Militar en el exterior. Por tanto, el 
presente numeral busca que exista un procedimiento en 
el que la víctima no tenga que regresar al país para re-
clamar su Libreta Militar o ir al consulado más cercano 
en caso en que no resida en la misma ciudad y/o país; 
sino que pueda recibir su documento por correo.

3.9. El Gobierno nacional podrá acordar convenios 
de cooperación internacional para asegurar el retorno 
de las víctimas en el exterior que expresen su voluntad 
de retorno.

En concordancia con el parágrafo 2° del artículo 66 
de la Ley 1448 de 2011 y los artículos 3° y 4° de la Ley 
1565 de 2012, el Gobierno nacional tiene obligación de 
crear un Plan de Retorno para las Víctimas.

Una vez en territorio nacional se pueden activar los 
mecanismos interinstitucionales con los entes territo-
riales y gobiernos locales, así como de cooperación con 
las misiones de ONG para el reasentamiento de la po-
blación desplazada5.

5  Numeral 10. Cap. 6. Pág. 20. Orientaciones Generales 
a Víctimas en el Exterior. Unidad de Víctimas. Bogotá. 
2014. http://www.unidadvictimas.gov.co/sites/default/
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3.10. Las distintas autoridades educativas, pondrán 
su oferta institucional a disposición, para que las vícti-
mas puedan acceder a las medidas en materia de edu-
cación que trata la ley 1448 de 2011, desde el exterior.

Actualmente las Instituciones Educativas cuentan 
con una amplia oferta para la población víctima con-
forme al artículo 51 de la Ley 1448 de 2011, sin em-
bargo, por no encontrarse en territorio nacional y ser la 
mayoría de programas presenciales, las víctimas en el 
exterior se ven imposibilitadas para acceder de manera 
efectiva a su derecho a la educación.

Por tanto, se establece que las víctimas en el exte-
rior puedan acceder a la oferta educativa en programas 
de educación de todos los niveles a distancia, sin re-
quisito de retornar para obtener su título o para realizar 
los trámites de matrícula y curso de asignaturas. De tal 
manera que se haga efectivo su derecho a la educación 
y ello contribuya a su profesionalización y proyecto de 
vida en su país de residencia.

4. DATOS Y ESTADÍSTICAS.
Conforme con nuestra Carta Superior (artículo 22), 

la paz es un derecho y un deber de obligatorio cum-
plimiento, por esta razón los connacionales tienen de-
recho y deber con la paz, tal y como fue expresado y 

Paz en el pasado 2 de octubre de 2016.
Resultados Plebiscito 2 de octubre de 2016 en el 

exterior6.

Connacionales víctimas en el exterior7.
Un deber del Estado colombiano es garantizar el de-

recho a la paz, y este no puede alcanzarse si no se logra 
un reconocimiento pleno de las víctimas en el exterior.

Actualmente la Unidad de Víctimas ha recibido 
5.581 solicitudes de inscripción en el Registro Único 

-
timas-en-el-exterior.pdf

6  Fuente: Registraduría Nacional del Estado Ci-
vilhttp:/ /plebiscito.registraduria.gov.co/99PL/
DPL88ZZZZZZZZZZZZZZZ_L1.htm

7  http://www.unidadvictimas.gov.co/es/connacionales-
v%C3%ADctimas-en-el-exterior/8942

de Víctimas proveniente de 41 países y como una sola 
declaración puede referirse a varias personas esto ha 
permitido la inscripción de 9.777 en el registro.

Los 10 principales países desde donde se han re-
cibido mayor cantidad de declaraciones son Ecuador 
con 1.274, Canadá con 974, Estados Unidos con 906, 
Venezuela con 741, España con 522, Panamá con 297, 
Costa Rica con 203, Chile con 165, Suecia con 62 y 
Francia con 52.

Discriminado por género, a la fecha existe 5.015 
(51.29%) declaraciones de hombres, 4.603 (47.09%) 
de mujeres, 24 (0.25%) población lgbti y 135 (1.38%) 

Las personas incluidas por hecho victimizante arro-
ja las siguientes cifras: 7.141 por desplazamiento for-
zado, 5.834 por amenaza y 1.903 por homicidio.

Por medio de la Circular 008 de 2015, la Unidad de 
Víctimas amplió el plazo para la inscripción de vícti-
mas que vencía el 10 de junio de 2015, por dos años, 
hasta el 10 de junio de 2017.
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5. FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES Y 
LEGALES.

5.1. REFERENTE NORMATIVO NACIONAL.
De acuerdo con el artículo 22 de la Constitución Po-

lítica de Colombia “La paz es un derecho y un deber 
de obligatorio cumplimiento”, y los residentes en el 
exterior, como ciudadanos colombianos, están cobija-
dos por la Constitución Política, sin importar su estatus 
migratorio, ni su causa de migración.

En consecuencia, el Defensor del Pueblo tiene la 
función Constitucional de Orientar e instruir a los habi-
tantes del territorio nacional y a los colombianos en el 
exterior en el ejercicio y defensa de sus derechos ante 
las autoridades competentes o entidades de carácter 
privado (artículo 282 C. N.).

“Artículo 282. El Defensor del Pueblo velará por 
la promoción, el ejercicio y la divulgación de los de-
rechos humanos, para lo cual ejercerá las siguientes 
funciones:

1. Orientar e instruir a los habitantes del territorio 
nacional y a los colombianos en el exterior en el ejer-
cicio y defensa de sus derechos ante las autoridades 
competentes o entidades de carácter privado”.

En concordancia con estas funciones, se inclu-
ye dentro del articulado la competencia del Defensor 
del Pueblo para recibir las solicitudes de inscripción 
al Registro Único de Víctimas, en apoyo al Ministerio 
de Relaciones Exteriores, y con la colaboración de la 
Unidad de Víctimas y el Ministerio de Tecnologías de 
la Información para lograr esta tarea, que está estrecha-
mente ligada a la protección de los derechos humanos 
de los colombianos en el exterior.

5.2. REFERENTE NORMATIVO INTERNA-
CIONAL.

Derecho Internacional Humanitario.
El Comité Internacional de la Cruz Roja contempla 

a las personas protegidas por el Derecho Internacional 
Humanitario como los refugiados y los desplazados, de 
la siguiente manera8:

“Los refugiados son personas que han cruzado 
una frontera internacional porque corren el riesgo de 
ser perseguidas o han sido perseguidas en sus países 
de origen. Los desplazados internos, en cambio, no 
han cruzado una frontera internacional pero, por al-
gún motivo, se han ido de sus hogares.

La protección jurídica de los refugiados –en parti-
cular, la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los 
Refugiados y la Convención de 1969 que regula los 

Refugiados en África– y el cometido del Alto Comi-
sionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
(Acnur) constituyen el marco general para la protec-
ción y la ayuda a los refugiados. Asimismo, los refu-
giados están protegidos por el derecho de los derechos 
humanos y, si se encuentran en un Estado que participa 

humanitario.
Las disposiciones generales del derecho internacio-

nal humanitario protegen a los refugiados civiles en 

8  https://www.icrc.org/spa/war-and-law/protected-per-
sons/refugees-displaced-persons/overview-displaced-
protected.htm

estos además reciben una protección especial confor-
me al Cuarto Convenio de Ginebra y el Protocolo adi-
cional I. La protección adicional reconoce la vulnera-
bilidad de los refugiados como extranjeros en manos 

En este sentido, dentro del presente Proyecto de Ley 
se integra al numeral 2º del art. 1º del texto propuesto, 
para que el Gobierno nacional realice la gestión y el 
diálogo pertinente con los gobiernos y entidades encar-
gadas de la protección de los refugiados a nivel interna-

-
dan acceder sin perder su calidad de refugiados a la Ley 
1448 de 2011, y aquellos que no cuentan con un status 
migratorio puedan regularizarse y obtener el apoyo del 
Estado receptor y del Estado colombiano en materia de 
restitución de derechos y atención humanitaria.

6. PLIEGO DE MODIFICACIONES.

La Unidad de Atención y Reparación para las Víc-
timas (Uariv), y la Unidad de Restitución de Tierras, 
dentro de su compromiso institucional y entera disposi-
ción para los temas relativos a atender las necesidades 

positivos sobre la presente iniciativa. Dentro de sus 
observaciones se hizo un juicioso análisis sobre cada 
uno de los puntos del articulado, propuestas que se han 

-

-
minos:

6.1. A los numerales 4 y 5 del artículo 1° Proyecto 
de ley número 136 de 2016 Senado, teniendo en cuenta 
el mandato constitucional (artículo 282) de la Defen-
soría del Pueblo y las recomendaciones de la Unidad 
de Atención y Reparación a las Víctimas9, se agrega 
al Ministerio Público, Defensoría del Pueblo y Procu-
raduría General de la Nación en ambos apartados, te-
niendo en cuenta que son las entidades encargadas de 
la inscripción y toma de declaración de las víctimas en 
territorio nacional, y que sus funcionarios constituyen 

al Ministerio de Relaciones Exteriores, el seguimien-
to a la implementación de la Ley 1448 de 2011 y el 
acompañamiento de las víctimas en su ruta al acceso y 
restablecimiento de sus derechos.

ser parte” 
por “formar parte” en el numeral 4° del artículo 1° Pro-
yecto de ley número 136 de 2016 Senado, en aras de 
lograr mayor precisión idiomática.

Se mejora la redacción del numeral 5° del artículo 
1° Proyecto de ley número 136 de 2016 Senado, en aras 
de mayor precisión sobre el proceso de inscripción al 
Registro Único de Víctimas y toma de declaración por 
parte de los funcionarios.

También se añade la expresión “colombianos re-
fugiados o en condiciones similares a las del refugio, 
asilo o indocumentados” teniendo en cuenta las ca-
tegorías de la Acnur para referirse a las personas que 

la Ley 1448 de 2011, que aún no han sido reconocidos 
como tal.

9  Ibídem.
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Finalmente la Unidad de Víctimas advierte sobre la 
posible interpretación del numeral 5, que no restrinja 
la posibilidad de realizar las jornadas especiales pro-
puestas solo a países fronterizos. Atendiendo a esta 
recomendación se reconstruye el texto para que la rea-
lización de las jornadas se haga conforme al criterio de 
la Unidad de Víctimas, entidad idónea para determinar 
dónde es necesario, prioritario y estratégico realizarlas.

6.2. Al numeral 6 del artículo 1° Proyecto de ley 
número 136 de 2016 Senado, conforme a las observa-
ciones recibidas por parte de la Unidad de Restitución 
de Tierras en el Radicado DSC2-20160676110. En el 

-
gir expresiones que pueden suscitar ambigüedad en el 
proceso de Restitución:

“Cuando se señala “las víctimas colombianas en 
el exterior”, permite interpretar que cualquier vícti-
ma que se halle fuera del territorio Colombiano, sin 
importar que la misma se encuentre domiciliada, resi-
denciada, o esté de paso en un territorio extranjero al 
momento de ser inscrita en el Registro de Tierras Des-
pojadas y Abandonadas Forzosamente, pueda solicitar 
la compensación de carácter económico dispuesta en 
el inciso 5° del artículo 72 de la Ley 1448.

(…) se considera que la expresión “podrán solicitar 
de manera voluntaria” no tendría ningún efecto frente 
a la forma como los funcionarios judiciales han venido 
fallando las solicitudes de restitución (…) si se esta-
blece “podrán solicitar de manera preferente”, el juez 
adquiriría la facultad para decidir si la medida de res-
titución más favorable para el solicitante radicado en 
el exterior es la principal o la subsidiaria establecida 
en el artículo 72 ibídem.

-
recho a la restitución de tierras”, por cuanto el reco-

se conoce únicamente hasta el momento en que un juez 
o Magistrado especializado en restitución de tierras lo 
declare mediante sentencia.

(…) se sugiere suprimir la expresión “Asimismo, la 
Unidad de Restitución de Tierras deberá negociar la 
tasa de cambio más favorable para que la compensa-
ción en dinero se entregue en la moneda del país en que 
reside la víctima. La tenencia de una cuenta bancaria 
en el extranjero no será condición para la entrega de 

10  Concepto Proyecto de ley número 136 de 2016 Sena-
do, por la Unidad de Restitución de Tierras. Radicado 
DSC2-201606761

la compensación, caso contrario la Unidad de Restitu-
ción de Tierras podrá hacer efectiva la compensación 
a través de los medios alternos que estime convenien-
tes, que permitan la entrega efectiva de la restitución”. 
Para que en su lugar, sea la Unidad de Restitución de 
Tierras la que adopte internamente todos los mecanis-
mos posfallos que permitan dar cumplimiento a la or-
den judicial que compensa en dinero a la víctima que 
se encuentra por fuera del territorio colombiano. Lo 
anterior atendiendo al caso particular y al estatus en el 
que se encuentra el colombiano en el exterior”.

6.3. Se propone la  y la inclu-
sión de un artículo nuevo al Proyecto de ley número 
136 de 2016 Senado, conforme a las observaciones de 
la Unidad de Restitución de Tierras11 -
do:

“Por último, teniendo en cuenta que el proyecto de 
ley adiciona una nueva causal de la compensación, 
necesariamente tendrá que adicionarse un parágrafo 
al artículo 72 de la Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras”.

6.4 El artículo 2°, sobre la vigencia pasa a ser el 
artículo 3° del Proyecto de ley número 136 de 2016 
Senado, por la adición del artículo nuevo.

Se adiciona la expresión “y deroga las disposicio-
nes que le sean contrarias” teniendo en cuenta las mo-

6.5 Por sugerencia de la Unidad de Víctimas se 
agrega el siguiente texto “El consulado deberá con-
vocar a los connacionales y a las víctimas, para la 
coordinación y realización de este tipo de eventos de 
memoria histórica y satisfacción”. Para complementar 
el numeral 7 del proyecto, teniendo en cuenta que la 
conmemoración del Día de la Memoria y Solidaridad 
con las Víctimas, no constituye la única medida de re-
paración simbólica y de satisfacción contenida en la 
Ley 1448 de 2011, y para su realización debe existir 
amplia convocatoria.

-
puesto al texto radicado del Proyecto de ley número 
136 de 2016 Senado, es el siguiente:

11  Ibídem.

PLIEGO DE MODIFICACIONES
Texto Radicado Texto Propuesto para Primer Debate

Título
PROYECTO DE LEY NÚMERO 136 DE 2016 

SENADO.
por medio de la cual se reforma el artículo 204 de 
la Ley 1448 de 2011, para fortalecer el acceso a 
los derechos de verdad, reparación, restitución y 
garantías de no repetición para las víctimas en el 

exterior y se dictan otras disposiciones.

Título
PROYECTO DE LEY NÚMERO 136 DE 

2016 SENADO.
por medio del cual se reforman los Artículos 

72 y 204 de la Ley 1448 de 2011, para 
fortalecer el acceso a los derechos de verdad, 

reparación, restitución y garantías de no 
repetición para las víctimas en el exterior y se 

dictan otras disposiciones.
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PLIEGO DE MODIFICACIONES
Texto Radicado Texto Propuesto para Primer Debate

Numerales artículo 1°
4. La Unidad de Atención y Reparación Integral para 
las Víctimas, el Ministerio de Relaciones Exteriores 
y el Ministerio de Tecnologías de la Información 
coordinarán las acciones necesarias para que las 
víctimas en el exterior se inscriban y declaren 
ante un funcionario de la Unidad de Víctimas por 
medios virtuales o a través del personal designado 
para tal efecto en los consulados, para ser parte del 
Registro Único de Víctimas. El Gobierno nacional 
reglamentará el procedimiento de toma de declaración 
e inscripción virtual de víctimas en el exterior en un 
plazo no mayor a dos (2) meses a partir de la entrada 
en vigencia de la presente ley.

4. La Unidad de Atención y Reparación Integral 
para las Víctimas, la Defensoría del Pueblo, 
la Procuraduría General de la Nación, el 
Ministerio de Relaciones Exteriores y el 
Ministerio de Tecnologías de la Información, 
coordinarán las acciones necesarias para que las 
víctimas en el exterior se inscriban y declaren 
ante un funcionario por medios virtuales, 
para ser formar parte del Registro Único de 
Víctimas. El Gobierno nacional reglamentará 
el procedimiento de toma de declaración e 
inscripción virtual de víctimas en el exterior en 
un plazo no mayor a dos (2) meses a partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley.

5. La Unidad de Víctimas realizará jornadas especiales 
de toma de declaraciones e inscripción de víctimas, 
en los países con mayor número de víctimas, con 
especial enfoque en los países fronterizos.

5. La Unidad de Víctimas, la Defensoría del 
Pueblo y la Procuraduría General de la Nación, 
podrán realizar jornadas especiales de toma de 
declaraciones y recepción de solicitudes de 
inscripción al Registro Único de Víctimas, en 
los países con mayor número de colombianos 
refugiados o en condiciones similares a las del 
refugio, asilo o indocumentados. La Unidad 
de Víctimas programará las jornadas en los 
países donde considere prioritario y estratégico 
realizarlas.

6. Las víctimas colombianas en el exterior que tengan 
derecho a la restitución de tierras, contemplado en 
los Capítulos II y III del Título IV de la Ley 1448 
de 2011, podrán solicitar de manera voluntaria la 
compensación en dinero que trata el artículo 72. 
Asimismo, la Unidad de Restitución de Tierras deberá 
negociar la tasa de cambio más favorable para que 
la compensación en dinero se entregue en la moneda 
del país en que reside la víctima. La tenencia de una 
cuenta bancaria en el extranjero no será condición 
para la entrega de la compensación, caso contrario la 
Unidad de Restitución Tierras podrá hacer efectiva 
la compensación a través de los medios alternos que 
estime convenientes, que permitan la entrega efectiva 
de la restitución.

6. Las víctimas colombianas radicadas en el 
exterior que tengan derecho a la restitución de 
tierras de conformidad con lo contemplado en 
los Capítulos II y III del Título IV de la Ley 
1448 de 2011 y sus normas complementarias 
y concordantes; que hayan sido inscritas 
en el Registro de Tierras Despojadas y 
Abandonadas Forzosamente, podrán solicitar 
de manera voluntaria como pretensión 
preferente la compensación en dinero 
económica que trata el artículo 72° Asimismo, 
la Unidad de Restitución de Tierras deberá 
negociar la tasa de cambio más favorable para 
que la compensación en dinero se entregue en 
la moneda del país en que reside la víctima. 
La tenencia de una cuenta bancaria en el 
extranjero no será condición para la entrega 
de la compensación, caso contrario la Unidad 
de Restitución Tierras podrá hacer efectiva la 
compensación a través de los medios alternos 
que estime convenientes, que permitan la 
entrega efectiva de la restitución de la Ley 
1448 de 2011, ante el funcionario judicial 
competente, sin perjuicio de los derechos de 
otras personas.
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PLIEGO DE MODIFICACIONES
Texto Radicado Texto Propuesto para Primer Debate

De ordenarse por el Juez o Magistrado 
especializado en Restitución de Tierras 
la compensación económica, la Unidad 
de Restitución de Tierras adoptará los 
mecanismos necesarios para hacer efectiva la 
orden judicial.

7. El Gobierno nacional, para dar cumplimiento a los 
artículos 139 y 141 de la Ley 1448 de 2011, podrá 
acordar con organizaciones, gobiernos, entidades 
públicas o privadas, de otros países, la conmemoración 
de las víctimas en el exterior mediante actos previstos 
en la ley, para el reconocimiento y construcción de 
la memoria histórica en el exterior y para el goce 
efectivo de las medidas de satisfacción a que tienen 
derecho. De igual manera los consulados de Colombia 
en todo el mundo deberán conmemorar el Día de la 
Memoria y Solidaridad con las Víctimas, conforme 
a lo establecido en el artículo 142 de la Ley 1448 de 
2011, de tal manera que este día o en el término más 
próximo posible, los colombianos en el exterior se 
puedan reunir en torno a esta conmemoración. 

7. El Gobierno nacional, para dar cumplimiento 
a los artículos 139 y 141 de la Ley 1448 de 2011, 
podrá acordar con organizaciones, gobiernos, 
entidades públicas o privadas, de otros países, 
la conmemoración de las víctimas en el exterior 
mediante actos previstos en la ley, para el 
reconocimiento y construcción de la memoria 
histórica en el exterior y para el goce efectivo de 
las medidas de satisfacción a que tienen derecho. 
De igual manera los consulados de Colombia 
en todo el mundo deberán conmemorar el Día 
de la Memoria y Solidaridad con las Víctimas, 
conforme a lo establecido en el artículo 142 de 
la Ley 1448 de 2011, de tal manera que este 
día o en el término más próximo posible, los 
colombianos en el exterior se puedan reunir en 
torno a esta conmemoración.
El consulado deberá convocar a los 
connacionales y a las víctimas, para la 
coordinación y realización de este tipo de 
eventos de memoria histórica y satisfacción.

 Artículo Nuevo:
Artículo 2°. Agréguese al artículo 72 de la 
Ley 1448 de 2011 el siguiente parágrafo: 
Parágrafo. La compensación en dinero 
podrá solicitarla de manera preferente la 
víctima radicada en el exterior, sin perjuicio 
de las demás medidas a las que haya lugar 
y de los derechos de otras personas. En tal 
caso, se resolverá el asunto de acuerdo al 
procedimiento establecido en la Ley 1448 de 
2011 o las normas que sean complementarias 
y concordantes.

Artículo 2° Vigencia. La presente ley rige a partir de 
la fecha de su promulgación.

Artículo 2° 3° Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias.

7. IV. PROPOSICIÓN.

Con fundamento en las anteriores consideraciones, 
de manera respetuosa propongo a los honorables Sena-
dores que integran la Comisión Primera Constitucional 
Permanente del Senado de la República, dar Primer 
Debate al Proyecto de ley 136 de 2016 Senado, por 
medio de la cual se reforma el artículo 204 de la Ley 
1448 de 2011, para fortalecer el acceso a los derechos 
de verdad, reparación, restitución y garantías de no 
repetición para las víctimas en el exterior y se dictan 
otras disposiciones”, conforme a lo señalado en esta 

Cordialmente,
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TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBA-
TE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 136 DE 

2016 SENADO
por medio de la cual se reforman los artículos 72 y 

204 de la Ley 1448 de 2011, para fortalecer el acceso 
a los derechos de verdad, reparación, restitución y 

garantías de no repetición para las víctimas en el ex-
terior y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 204 de la Ley 1448 de 2011 
quedará así:

Artículo 204. El Gobierno nacional, a través del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, y de acuerdo a lo 
dispuesto en el artículo 30, garantizará que las víctimas 
de que trata la presente ley que se encuentren fuera del 
país sean informadas y orientadas adecuadamente acer-
ca de sus derechos, medidas y recursos, de acuerdo a 
los siguientes parámetros:

1. El Gobierno nacional garantizará que lo dispues-
to en la ley 1448 de 2011, especialmente en lo estable-
cido en el Capítulo II del Título I, y los artículos 49, 51, 
60, 61, 66, 67, 68, 69, 72, 98, 139, 140, 145, 149, 155, 
175, 176; sea aplicado en el exterior a través de los me-
canismos idóneos que disponga el Gobierno nacional, 
la Unidad de Atención y Reparación Integral para las 
Víctimas y el Ministerio de Relaciones Exteriores.

-
gramas o convenios con Gobiernos y entidades públi-
cas y privadas; y organizaciones no gubernamentales 
de otros países, para garantizar el efectivo reconoci-
miento de las víctimas que allí residen, y promover 

-
nacional Humanitario.

3. Las víctimas, de acuerdo a lo dispuesto en el ar-
tículo 3° de la Ley 1448 de 2011, que se encuentran en 
el exterior, podrán rendir su declaración y solicitar su 
inscripción al Registro Único de Víctimas, en el marco 
de lo dispuesto en el Capítulo II del Título V; en un 
término de dos años (2) contados a partir de la entrada 
en vigencia de la presente ley.

4. La Unidad de Atención y Reparación Integral 
para las Víctimas, la Defensoría del Pueblo, la Procura-
duría General de la Nación, el Ministerio de Relaciones 
Exteriores y el Ministerio de Tecnologías de la Infor-
mación, coordinarán las acciones necesarias para que 
las víctimas en el exterior se inscriban y declaren ante 
un funcionario por medios virtuales, para formar parte 
del Registro Único de Víctimas. El Gobierno nacional 
reglamentará el procedimiento de toma de declaración 
e inscripción virtual de víctimas en el exterior en un 
plazo no mayor a dos (2) meses a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley.

5. La Unidad de Víctimas, la Defensoría del Pue-
blo y la Procuraduría General de la Nación, podrán 
realizar jornadas especiales de toma de declaraciones 
y recepción de solicitudes de inscripción al Registro 
Único de Víctimas, en los países con mayor número de 
colombianos refugiados o en condiciones similares a 
las del refugio, asilo o indocumentados. La Unidad de 
Víctimas programará las jornadas en los países donde 
considere prioritario y estratégico realizarlas.

6. Las víctimas colombianas radicadas en el exterior 
que de conformidad con lo contemplado en los Capí-
tulos II y III del Título IV de la Ley 1448 de 2011 y 
sus normas complementarias y concordantes; que ha-
yan sido inscritas en el Registro de Tierras Despojadas 
y Abandonadas Forzosamente, podrán solicitar como 
pretensión preferente la compensación económica que 
trata el artículo 72 de la Ley 1448 de 2011, ante el fun-
cionario judicial competente, sin perjuicio de los dere-
chos de otras personas.

De ordenarse por el Juez o Magistrado especiali-
zado en Restitución de Tierras la compensación eco-
nómica, la Unidad de Restitución de Tierras adoptará 
los mecanismos necesarios para hacer efectiva la orden 
judicial.

7. El Gobierno nacional, para dar cumplimiento a 
los artículos 139 y 141 de la Ley 1448 de 2011, podrá 
acordar con organizaciones, gobiernos, entidades pú-
blicas o privadas, de otros países, la conmemoración 
de las víctimas en el exterior mediante actos previstos 
en la ley, para el reconocimiento y construcción de la 
memoria histórica en el exterior y para el goce efectivo 
de las medidas de satisfacción a que tienen derecho. 
De igual manera los consulados de Colombia en todo 
el mundo deberán conmemorar el Día de la Memoria 
y Solidaridad con las Víctimas, conforme a lo estable-
cido en el artículo 142 de la Ley 1448 de 2011, de tal 
manera que este día o en el término más próximo posi-
ble, los colombianos en el exterior se puedan reunir en 
torno a esta conmemoración.

El consulado deberá convocar a los connacionales 
y a las víctimas, para la coordinación y realización de 
este tipo de eventos de memoria histórica y satisfac-
ción.

8. Conforme a lo dispuesto en el artículo 140 de la 
Ley 1448 de 2011, los colombianos víctimas en el ex-

consulado más próximo a su residencia, o vía correo 

país que no cuente con sede de la misión diplomática 
colombiana; previo diligenciamiento del trámite co-
rrespondiente.

9. En concordancia con el parágrafo 2° del artículo 
66 de la Ley 1448 de 2011, y los artículos 3° y 4° de la 
Ley 1565 de 2012. El Gobierno nacional podrá acordar 
convenios de cooperación internacional para asegurar 
el retorno de las víctimas en el exterior que expresen su 
voluntad de retorno.

10. En cumplimiento del artículo 51 de la Ley 1448 
de 2011, las distintas autoridades educativas, pondrán 
su oferta institucional a disposición, para que las vícti-
mas puedan acceder a las medidas en materia de edu-
cación que trata la presente ley, desde el exterior. Estos 
programas no podrán exigir como condición el retorno 
o que los estudios a realizar deban ser presenciales.

Artículo 2°. Agréguese al artículo 72 de la Ley 1448 
de 2011 el siguiente parágrafo:

Parágrafo. La compensación en dinero podrá soli-
citarla de manera preferente la víctima radicada en el 
exterior, sin perjuicio de las demás medidas a las que 
haya lugar y de los derechos de otras personas. En tal 
caso, se resolverá el asunto de acuerdo al procedimien-
to establecido en la Ley 1448 de 2011 o las normas que 
sean complementarias y concordantes.
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Artículo 3°. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación y deroga las disposicio-
nes que le sean contrarias.

De los honorables Congresistas:
Cordialmente,

* * *
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 

DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 84 
DE 2016 SENADO 

-
siciones orientadas a fortalecer la contratación públi-
ca en Colombia, la ley de infraestructura y se dictan 

otras disposiciones.
Bogotá, D. C., noviembre 28 de 2016.
Doctor
CARLOS FERNANDO MOTOA SOLARTE
Presidente Comisión Primera
Senado de la República
Ciudad.
Referencia: Informe de ponencia para segundo 

debate del Proyecto de ley número 84 de 2016 Se-
nado.

En cumplimiento del honroso encargo el cual me ha 
designado, de manera atenta rindo informe de ponen-
cia para segundo debate al Proyecto de ley número 84 
de 2016 Senado, 
dictan disposiciones orientadas a fortalecer la contra-
tación pública en Colombia.

La presente ponencia consta de los siguientes capí-
tulos:

i) Trámite.
ii) Texto aprobado por la comisión primera (primer 

debate).
-

nes y adiciones al proyecto de ley No. 84 de 2016 Sena-
-

siciones orientadas a fortalecer la contratación pública 
en Colombia”.

iv) PLIEGO DE MODIFICACIONES - Proposi-
ción para segundo debate

i) Trámite.
El proyecto de ley objeto de estudio fue presentado 

por el Ministro de Transporte, doctor Jorge Eduardo 
Rojas Giraldo, el pasado 8 de agosto y publicado en la 
Gaceta del Congreso número 605 de 2016.

El proyecto fue debatido y aprobado en su integri-
dad por la Comisión Primera del Honorable Senado de 
la República el pasado 26 de octubre de 2016; pese al 

activo y fructífero debate que le impartieron los sena-
dores de la Comisión Primera, al proyecto se le rea-

presentada por el Gobierno nacional y respecto de la 
proposición presentada por el ponente, ajustes que 
constan a continuación.

ii) Texto aprobado por la Comisión Primera del 
Honorable Senado del República (primer debate)

PROYECTO DE LEY NÚMERO 84 DE 2016 
SENADO

-
siciones orientadas a fortalecer la contratación públi-
ca en Colombia, la ley de infraestructura y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónense los parágrafos segundo y 

tercero del artículo 30 de la Ley 80 de 1993:
Parágrafo 2°. En los procesos de licitación pública 

para seleccionar contratistas de obra, la oferta estará 
conformada por dos sobres, un primer sobre en el cual 
se deberán incluir los documentos relacionados con el 
cumplimiento de los requisitos habilitantes correspon-
dientes a la experiencia, capacidad jurídica, capaci-

reconocimiento de la industria nacional y mipyme. El 
segundo sobre deberá incluir únicamente la propues-
ta económica de conformidad con todos los requisitos 
exigidos en el pliego de condiciones.

Parágrafo 3°. En los procesos de licitación pública 
para seleccionar contratistas de obra pública, las enti-
dades estatales deberán publicar el informe de evalua-
ción relacionado con los documentos de los requisitos 
habilitantes incluidos en el primer sobre, dentro del 
plazo establecido en el pliego de condiciones.

En estos procesos el informe permanecerá publica-
do en el Secop durante cinco (5) días hábiles, término 
en el que los proponentes podrán hacer las observacio-
nes que consideren y entregar los documentos y la in-

este plazo, la entidad estatal se pronunciará sobre las 
-

ción de los requisitos habilitantes dentro del término 

plazo señalado con anterioridad. Una vez publicado 

no se recibirán documentos o información adicional de 
los proponentes.

Para estos procesos, el segundo sobre, que contie-
ne la oferta económica, se mantendrá cerrado hasta la 
audiencia de adjudicación. Durante esta audiencia se 
dará apertura al sobre, se evaluará la oferta económi-
ca, se establecerá el orden de elegibilidad y se correrá 
traslado a los proponentes habilitados en la misma di-
ligencia. A continuación, en esta misma audiencia los 
proponentes podrán presentar observaciones a la ofer-
ta económica, las cuales deberán ser respondidas por 
la entidad estatal en la misma diligencia.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 53 de la Ley 80 

de 2011, el cual quedará así:
Los consultores y asesores externos responderán ci-

-
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plimiento de las obligaciones derivadas del contrato 
de consultoría o asesoría, celebrado por ellos, como 
por los hechos u omisiones que les fueren imputables 
constitutivos de incumplimiento de las obligaciones 
correspondientes a tales contratos y que causen daño o 
perjuicio a las entidades, derivados de la celebración 
y ejecución de contratos respecto de los cuales hayan 
ejercido o ejerzan las actividades de consultoría o ase-
soría.

Por su parte, los interventores, responderán civil, 
-

miento de las obligaciones derivadas del contrato de 
interventoría, como por los hechos u omisiones que le 
sean imputables y causen daño o perjuicio a las enti-
dades, derivados de la celebración y ejecución de los 
contratos respecto de los cuales hayan ejercido o ejer-
zan las funciones de interventoría, siempre y cuando 
tales perjuicios provengan del incumplimiento o res-
ponsabilidad directa, por parte del interventor, de las 
obligaciones que a este le correspondan conforme con 
el contrato de interventoría.

Artículo 3°. Adiciónese el siguiente inciso al nume-

por el artículo 7° de la Ley 1185 de 2008, así:
Cuando se trate de proyectos de infraestructura de 

la nación la intervención deberá ser responsabilidad 
del respectivo concesionario con la supervisión del 
profesional registrado o acreditado ante la respectiva 
autoridad o instituciones de investigación especializa-
das o universidades con programas pertinentes debi-
damente acreditados. Los proyectos que se encuentran 
en ejecución al momento de expedición de la presente 

registrado, el contratista o concesionario podrá optar 
por mantener la responsabilidad en cabeza de dicho 
profesional o adoptar la solución a que hace referencia 
el presente artículo.

Artículo 4°. Adiciónese el siguiente parágrafo al ar-
tículo 2° de la Ley 1150 de 2007:

Parágrafo 7°. El Gobierno nacional adoptará do-
cumentos tipo para los pliegos de condiciones de los 
procesos de selección de obras públicas, interventoría 
para las obras públicas, interventoría para consultoría 
de estudios y diseños para obras públicas, consulto-
ría en ingeniería para obras, los cuales deberán ser 
utilizados por todas las entidades sometidas al Esta-
tuto General de la Contratación de la Administración 
Pública en los procesos de selección que adelanten. 
Dentro los documentos tipo el Gobierno adoptará de 
manera general y con alcance obligatorio para todas 
las entidades sometidas al Estatuto General de Contra-
tación de la Administración Pública, las condiciones 

-
tores técnicos y económicos de escogencia y la ponde-
ración precisa y detallada de los mismos, que deberán 
incluirse en los pliegos de condiciones, teniendo en 
cuenta la naturaleza y cuantía de los contratos. Para 
la adopción de esta reglamentación el Gobierno tendrá 
en cuenta las características propias de las regiones y 
hará las distinciones que resulten necesarias.

Artículo 5°. Modifíquese el literal c) del numeral 4 

los artículos 92 y 95 de la Ley 1474 de 2011, el cual 
quedará así:

“Contratos interadministrativos, siempre que las 
obligaciones derivadas del mismo tengan relación di-
recta con el objeto de la entidad ejecutora señalado en 
la ley o en sus reglamentos.

“Se exceptúan los contratos de obra, interventoría 
de obra, consultoría en ingeniería para obra, suminis-
tro, prestación de servicios de evaluación de confor-
midad respecto de las normas o reglamentos técnicos, 

-
tuciones de educación superior públicas o las Socieda-
des de Economía Mixta con participación mayoritaria 
del Estado, o las personas jurídicas sin ánimo de lucro 
conformadas por la asociación de entidades públicas, 
o las federaciones de entidades territoriales sean las 
ejecutoras. Estos contratos podrán ser ejecutados por 
las mismas, siempre que participen en procesos de li-
citación pública o contratación abreviada de acuerdo 
con lo dispuesto por los numerales 1 y 2 del presente 
artículo.

En aquellos eventos en que el régimen aplicable a 
la contratación de la entidad ejecutora no sea el de la 
Ley 80 de 1993, la ejecución de dichos contratos estará 
en todo caso sometida a esta ley, salvo que la entidad 
ejecutora desarrolle su actividad en competencia con 
el sector privado o cuando la ejecución del contrato 
interadministrativo tenga relación directa con el desa-
rrollo de su actividad.

En aquellos casos en que la entidad estatal ejecu-
tora deba subcontratar algunas de las actividades de-
rivadas del contrato principal, no podrá ni ella ni el 
subcontratista, contratar o vincular a las personas na-
turales o jurídicas que hayan participado en la elabo-
ración de los estudios, diseños y proyectos que tengan 
relación directa con el objeto del contrato principal.

-
radministrativo, los contratos de seguro de las entida-
des estatales.

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 5° de la Ley 
1150 de 2007, el cual quedará así:

“ARTÍCULO 5°. De la selección objetiva. Es ob-
jetiva la selección en la cual la escogencia se haga al 

que ella busca, sin tener en consideración factores de 
afecto o de interés y, en general, cualquier clase de 
motivación subjetiva. En consecuencia, los factores de 

en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, ten-
drán en cuenta los siguientes criterios:

1. La capacidad jurídica y las condiciones de expe-

-
miento como requisitos habilitantes para la participa-
ción en el proceso de selección y no otorgarán puntaje, 
con excepción de lo previsto en el numeral 4 del pre-
sente artículo. La exigencia de tales condiciones debe 
ser adecuada y proporcional a la naturaleza del con-

-
tal de las condiciones antes señaladas será efectuada 
por las Cámaras de Comercio de conformidad con lo 
establecido en el artículo 6 de la presente ley, de acuer-

2. La oferta más favorable será aquella que, tenien-
do en cuenta los factores técnicos y económicos de es-
cogencia y la ponderación precisa y detallada de los 
mismos contenida en los pliegos de condiciones o sus 
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equivalentes, resulte ser la más ventajosa para la en-
tidad, sin que la favorabilidad la constituyan factores 
diferentes a los contenidos en dichos documentos.

En los contratos de obra pública, los factores técni-
cos no serán criterio para determinar la oferta más fa-
vorable. El Gobierno nacional reglamentará los casos 
en los cuales, teniendo en cuenta la complejidad de la 
obra a realizar, puedan incluirse factores adicionales 
de evaluación en este tipo de contratos. 

3. Sin perjuicio de lo previsto en el numeral 1 del 
presente artículo, en los pliegos de condiciones para 
las contrataciones cuyo objeto sea la adquisición o 
suministro de bienes y servicios de características 
técnicas uniformes y común utilización, las entidades 
estatales incluirán como único factor de evaluación el 
menor precio ofrecido.

4. En los procesos para la selección de consultores 

destinados a valorar los aspectos técnicos de la oferta 
o proyecto. De conformidad con las condiciones que 
señale el reglamento, se podrán utilizar criterios de 

trabajo, en el campo de que se trate.
En ningún caso se podrá incluir el precio, como 

factor de escogencia para la selección de consultores 
e interventores.

Parágrafo 1°. La ausencia de requisitos o la fal-
ta de documentos referentes a la futura contratación 
o al proponente, no necesarios para la comparación 

el rechazo de los ofrecimientos hechos. En consecuen-
cia, todos aquellos requisitos de la propuesta que no 
afecten la asignación de puntaje, podrán ser solicita-
dos por las entidades estatales, y deberán ser entrega-
dos por los proponentes durante el término de cinco 
(5) días hábiles en el que el informe de evaluación de 
los requisitos habilitantes haya sido publicado en el 
SECOP. Serán rechazadas las ofertas de aquellos pro-
ponentes que no suministren la información y la docu-
mentación solicitada por la entidad estatal en el plazo 
anteriormente señalado.

Parágrafo 2°.

podrán establecerse como documento habilitante para 
participar en licitaciones o concursos.

Parágrafo 3°. La no entrega de la garantía de se-
riedad junto con la propuesta no será subsanable y 
será causal de rechazo de la misma.

Parágrafo 4°. En aquellos procesos de selección 
en los que se utilice el mecanismo de subasta, los do-
cumentos referentes a la futura contratación o al pro-
ponente, no necesarios para la comparación de las 
propuestas, deberán ser solicitados hasta el momento 
previo a su realización.

Parágrafo 5°. En los procesos de contratación de 
obra y de consultoría para la elaboración de estudios 
y diseños de ingeniería para obra, con excepción para 
asociaciones público-privadas y concesiones, las enti-
dades estatales deberán aceptar la experiencia adqui-
rida por los proponentes a través de la ejecución de 
contratos con particulares.

Artículo 7°. Adiciónese un parágrafo al artículo 8 
de la Ley 1150 de 2007, el cual quedará así:

“Parágrafo. No es obligatorio contar con disponi-
bilidad presupuestal para realizar la publicación del 
proyecto de Pliego de Condiciones”.

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 33 de la Ley 
1508 de 2012, el cual quedará así:

La elaboración de estudios, la evaluación de pro-
yectos de iniciativa privada y las interventorías de los 
contratos, se podrán contratar mediante el procedi-
miento de selección abreviada de menor cuantía o mí-
nima cuantía según su valor.

En los contratos para la ejecución de proyectos de 
asociación público-privada la interventoría deberá 
contratarse con una persona independiente de la en-
tidad contratante y del contratista. Dichos intervento-

tanto por el cumplimiento de las obligaciones deriva-
das del contrato de interventoría, como por los hechos 
u omisiones que les sean imputables y causen daño o 
perjuicio a las entidades, derivados de la celebración 
y ejecución de contratos respecto de los cuales hayan 
ejercido o ejerzan las funciones de interventoría, siem-
pre y cuando tales perjuicios provengan del incumpli-
miento o responsabilidad directa, por parte del inter-
ventor, de las obligaciones que a este le corresponden 
con el contrato de interventoría.

Artículo 9°.
de 2013, el cual quedará así:

“Artículo 22. Limitaciones, afectaciones, gra-
vámenes al dominio, medidas cautelares, impues-
tos y contribución de valorización. En el proceso de 
adquisición de predios requeridos para proyectos de 
infraestructura de transporte, en caso de existir acuer-
do de negociación entre la entidad Estatal y el titular 
inscrito en el folio de matrícula y previo al registro de 
la escritura pública correspondiente, la entidad esta-
tal, con cargo al valor del negocio, podrá descontar la 
suma total o proporcional que se adeuda por concep-
to de gravámenes, limitaciones, afectaciones, medidas 
cautelares, impuestos y contribución de valorización y 
pagar directamente dicho valor al acreedor o mediante 
depósito judicial a órdenes del despacho respectivo, en 
caso de cursar procesos ejecutivos u ordinarios en los 
que se haya ordenado el respectivo gravamen, consi-
derando para el efecto el área objeto de adquisición, 

no ser posible, se continuará con el proceso de expro-
piación administrativa o judicial, según corresponda.

con destino al Registrador de Instrumentos Públicos 
respectivo o a la autoridad competente, en el cual se 
solicite levantar la limitación, la afectación, gravamen 
o medida cautelar, evidenciando el pago y paz y salvo 
correspondiente, cuando a ello haya lugar. El Regis-
trador deberá dar trámite a la solicitud en un término 
perentorio de 15 días hábiles.

Una vez realizada la respectiva anotación en el re-

al notario correspondiente para que obre en la escritu-
ra pública respectiva del inmueble.

Las medidas cautelares al dominio cuya inscripción 
se encuentre caducada de acuerdo con lo dispuesto en 
la Ley 1579 de 2012, se podrán cancelar con la soli-
citud que realice la entidad estatal al Registrador de 
Instrumentos Públicos.
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Cuando se trate de servidumbres de utilidad pública 
y las redes y activos allí asentados puedan mantenerse, 
se conservará el registro del gravamen en el folio del 
inmueble.

Parágrafo. La entidad estatal con cargo al valor del 
negocio, podrá descontar la suma total o proporcional 
que debe pagarse por concepto de gastos de notariado 
y registro y pagar directamente dicho valor”.

Artículo 10.
24 de la Ley 1682 de 2013, el cual quedará así:

Parágrafo 2°. El avalúo comercial tendrá una vi-
gencia de un (1) año, contado desde la fecha de su co-
municación a la entidad solicitante o desde la fecha en 

-

-
luntaria.

Artículo 11. El artículo 25 de la Ley 1682 de 2013, 
-

dará así:
. La oferta 

-
-

cula del inmueble objeto de expropiación o al respec-
tivo poseedor regular inscrito o a los herederos deter-
minados e indeterminados, entendidos como aquellas 
personas que tengan la expectativa cierta y probada de 
entrar a representar al propietario fallecido en todas 
sus relaciones jurídicas por causa de su deceso de con-
formidad con las leyes vigentes.

La oferta será remitida por el representante legal de 
la entidad pública competente para realizar la adquisi-

cual contendrá como mínimo:
1. Indicación de la necesidad de adquirir el inmue-

ble por motivo de utilidad pública.
2. Alcance de conformidad con los estudios de via-

bilidad técnica.

4. Valor como precio de adquisición acorde con lo 
previsto en el artículo 37 de la presente ley.

5. Información completa sobre los posibles proce-
sos que se pueden presentar como son: enajenación 
voluntaria, expropiación administrativa o judicial.

Se deberán explicar los plazos, y la metodología 
-

pietario o poseedor según el caso.

etapa de negociación directa, en la cual el propietario 
o poseedor inscrito tendrá un término de quince (15) 
días hábiles para manifestar su voluntad en relación 
con la misma, bien sea aceptándola, o rechazándola.

Si la oferta es aceptada, deberá suscribirse escri-
tura pública de compraventa o la promesa de compra-
venta dentro de los diez (10) días hábiles siguientes e 

-
trumentos públicos del lugar correspondiente.

Se entenderá que el propietario o poseedor del pre-
dio renuncian a la negociación cuando:

a) Guarden silencio sobre la oferta de negociación 
directa.

b) Dentro del plazo para aceptar o rechazar la ofer-
ta no se logre acuerdo.

c) No suscriban la escritura o la promesa de com-

Ley por causas imputables a ellos mismos.
Será obligatorio iniciar el proceso de expropiación 

si transcurridos treinta (30) días hábiles después de la 

a un acuerdo formal para la enajenación voluntaria, 
contenido en un contrato de promesa de compraventa 

-
bre los que recaiga la declaratoria de utilidad pública 
o de interés social, e inscrita dicha oferta en el respec-

podrán ser objeto de ninguna limitación al dominio. El 
registrador se abstendrá de efectuar la inscripción de 
actos, limitaciones, gravámenes, medidas cautelares o 
afectaciones al dominio sobre aquellos.

Parágrafo. La entidad adquirente procederá a ex-
pedir directamente la resolución de expropiación sin 
necesidad de expedir oferta de compra en los siguien-
tes eventos:

-
recho real de dominio falleció y no es posible determi-
nar sus herederos.

2. En el evento en el que alguno de los titulares del 
derecho real inscrito en el folio de matrícula inmobilia-
ria del inmueble objeto de adquisición o el respectivo 
poseedor regular inscrito se encuentren reportados en 
alguna de las listas de control de prevención de lavado 

Una vez expedida la resolución de expropiación, la 
entidad adquirente solicitará la inscripción de la mis-

y libertad del inmueble. El registrador se abstendrá de 
efectuar la inscripción de actos, limitaciones, gravá-
menes, medidas cautelares o afectaciones al dominio 
sobre aquellos.

Surtida la etapa de agotamiento de vía gubernativa, 
la Entidad adquirente deberá acudir al procedimien-
to de expropiación judicial contemplado en el artículo 
399 del Código General del Proceso o la norma que lo 

-
miento automático y el valor que arroje la expropia-
ción se dejará a cargo del juzgado de conocimiento.

Parágrafo 2°. Se dispone un plazo de 30 días si-
guientes a la suscripción de contratos de compraventa 
de los bienes objeto de la oferta de compra, para reali-
zar el pago correspondiente, vencido el plazo y no ha-
biéndose realizado el mismo, los titulares de derechos 
reales podrán acudir al proceso ejecutivo y se causa-
rán interés de mora.

Artículo 12. Modifícase el artículo 27 de la Ley 
1682, el cual quedará así:

“Artículo 27. Permiso de Intervención Voluntario. 
Mediante documento escrito suscrito por la entidad y 
el titular inscrito en el folio de matrícula el poseedor 
regular o los herederos determinados del bien, podrá 
pactarse un permiso de intervención voluntario del in-
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mueble objeto de adquisición o expropiación. El per-
miso será irrevocable una vez se pacte.

Con base en el acuerdo de intervención suscrito, la 
entidad deberá iniciar el proyecto de infraestructura 
de transporte.

Lo anterior, sin perjuicio de los derechos de terce-
ros sobre el inmueble los cuales no surtirán afectación 
o detrimento alguno con el permiso de intervención 
voluntaria, así como el deber del responsable del pro-
yecto de infraestructura de transporte de continuar con 
el proceso de enajenación voluntaria, expropiación ad-
ministrativa o judicial, según corresponda.

Parágrafo. En el proceso administrativo, en caso 
de no haberse pactado el permiso de intervención vo-
luntario del inmueble objeto de adquisición o expro-
piación, dentro de los quince (15) días siguientes a la 
ejecutoria del acto administrativo que la dispuso, la 
entidad interesada solicitará a la respectiva autoridad 
de policía, la práctica de la diligencia de desalojo, que 
deberá realizarse con el concurso de esta última y con 

personero municipal quien deberá garantizar la pro-
tección de los derechos humanos, dentro de un término 
perentorio de cinco (5) días, de la diligencia, se levan-
tará un acta y en ella no procederá oposición alguna”.

Artículo 13. En los trámites de gestión predial en 
los cuales el ejecutor de un proyecto de infraestructura 

proyecto se encuentran ocupados, será procedente el 
pago y reconocimiento de las mejoras realizadas por 
los ocupantes. El precio máximo de adquisición de es-
tas mejoras será el que para el efecto establezcan las 
lonjas de conformidad con los criterios que para ello 
señale la entidad competente. En caso de no aceptar el 
valor propuesto, la entidad adquirente podrá dar inicio 
al proceso de expropiación de las mencionadas mejo-
ras.

Artículo 14. Vigencia. Esta Ley rige a partir de la 
publicación.

-
ciones y adiciones al Proyecto de ley número 084 de 
2016 Senado, “
dictan disposiciones orientadas a fortalecer la contra-
tación pública en Colombia”.

Una vez se aprobó en comisión primera del senado 

y pertinentes en aras de favorecer el sector de infraes-
tructura en el país; el senador Germán Varón Cotrino 
dejó constancia de su interés de realizar unas proposi-
ciones en tal sentido y luego de varias mesas de traba-
jo entre los equipos del Senador ponente, del Senador 
Varón Cotrino y la Agencia Nacional de Infraestructura 
(ANI) se determinó realizar las siguientes adiciones al 

-
pondiente que se enuncia a continuación: 

La adquisición y avalúo de inmuebles requeridos 
para proyectos de infraestructura de transporte es un 
problema crítico en la ejecución de los mismos, es así 
como el Congreso ha expedido normas que han dado 
solución a problemáticas puntuales en esta materia, que 
han permitido a las entidades ejecutoras hacer uso de 
facultades como saneamiento automático, actualiza-

avalúos, entre otros. 

No obstante, persisten algunos inconvenientes en 
la adquisición predial, sobre los cuales es importante 
que se adopten medidas prioritarias, máxime cuando 
actualmente el país se encuentra desarrollando el más 
ambicioso plan de desarrollo de infraestructura de 
transporte que ha tenido la nación. 

Los problemas que se esperan resolver con los ar-
tículos propuestos están enfocados a prever comporta-
mientos oportunistas de los propietarios o poseedores 
de inmuebles que sean requeridos para el desarrollo de 
infraestructura, limitando los factores a ser incluidos en 
la metodología de avalúos. Con ello se espera proteger 
el interés social inmerso en el desarrollo y ejecución de 
los proyectos, cumplimiento con el principio constitu-
cional, de acuerdo con el cual el interés privado debe 
ceder ante el interés social. 

-
lidad de restringir el reconocimiento de mejoras, dere-
chos o prerrogativas sobre fajas de retiro obligatorios, 
que se hubiesen concedido con posterioridad a la Ley 
1228 de 2008.

Articulado nuevo propuesto y su correspondien-

Artículo nuevo. Modifíquense los parágrafos 4°, 5° 
y 6° del artículo 5° de la Ley 1508 de 2012. 

Parágrafo 4°. En proyectos de asociación público-
privada del orden nacional, 
entidades descentralizadas, la entidad estatal compe-
tente podrá reconocer derechos reales sobre inmuebles 
que no se requieran para la prestación del servicio 
para el cual se desarrolló el proyecto, como compo-
nente de la retribución al inversionista privado.

El Gobierno reglamentará las condiciones bajo las 
cuales se realizará el reconocimiento de los derechos 
reales y de explotación sobre inmuebles, garantizando 
que su tasación sea acorde con su valor en el mercado 
y a las posibilidades de explotación económica del ac-
tivo. Adicionalmente, se incluirán en dicha reglamen-
tación las condiciones que permitan que el inversio-
nista privado reciba los ingresos de dicha explotación 
económica o enajenación, condicionados a la disponi-
bilidad de la infraestructura y al cumplimiento de los 
estándares de calidad y niveles de servicio pactados.

Parágrafo 5°. En caso de que en el proyecto de 
asociación público-privada la entidad estatal entregue 
al inversionista privado una infraestructura existente 
en condiciones de operación, la entidad estatal podrá 
pactar el derecho a la retribución de los costos de por 
las actividades de operación y mantenimiento de esta 
infraestructura existente condicionado a su disponibi-
lidad, al cumplimiento de los niveles de servicio y es-
tándares de calidad.

Parágrafo 6°. En proyectos de asociación público-
privada, podrán establecerse, unidades funcionales de 
tramos de túneles o, de vías férreas 
públicas, en virtud de las cuales se predicará única-
mente disponibilidad parcial y estándar de calidad 
para efectos de la retribución. El Gobierno nacional 
reglamentará la materia.

.
Parágrafo 4°. La propuesta está encaminada a que 

en proyectos de APP contratados por el Distrito y/o sus 
entidades descentralizadas se permita la implemen-
tación de mecanismos de pago que incorporen como 
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una de sus fuentes la entrega de predios (o de dere-
chos reales sobre los mismos) que sean de propiedad de 
entidades del orden distrital y que no sean requeridos 
para otros propósitos; así reduciendo potencialmente la 
necesidad de vigencias futuras de los mismos y permi-

aclarar que, considerando el esquema de distribución 
de riesgos connatural a las APP, lo que se remunera en 
los eventos en los cuales se entrega infraestructura en 
operación son las actividades de operación y manteni-

–incluyendo la asunción de los riesgos de mayores y 
menores costos asociadas con su cumplimiento–, y no 
los costos en sí. Esto mitiga el riesgo de interpretacio-
nes del texto actual que lleven a concluir que se deben 
remunerar los costos efectivos del privado en la opera-
ción y mantenimiento de este tipo de infraestructuras, 

en estas actividades a la entidad pública, en estos casos, 
el Distrito. 

Parágrafo 6°. El texto actual de este parágrafo per-
mite que en cierto tipo de infraestructuras (túneles y 
vías férreas) se pueda remunerar por “hitos” de obra, al 
considerarse que debido a las características del activo 
a construirse y sus necesidades de inversión no debe 
aplicarse el principio general contenido en el artículo 
5° (según el cual no se paga ninguna retribución has-
ta que una infraestructura pueda prestar servicios), en 

-
ciación de este tipo de proyectos. Viendo el pipeline 
de proyectos tanto del Distrito, como de la nación, es 
recomendable que tal excepción también se permita en 

-
neral, comparten dichas características.***

Artículo nuevo. Modifíquese el parágrafo del artí-
culo 8° de la Ley 1508 de 2012. 

Parágrafo. No podrán ser contratantes de esquemas 
de asociación público privada bajo el régimen previsto 
en la presente ley. Se entenderán excluidos del ámbito 
de aplicación establecido en la presente ley, las Socie-
dades de Economía Mixta en las que el Estado tenga 
participación inferior al cincuenta por ciento (50%), 

y las Sociedades entre Entidades Públicas 
con participación del Estado inferior al cincuenta por 
ciento (50%), las Empresas de Servicios Públicos Do-
miciliarios y las Empresas Industriales y Comerciales 
del Estado cuando desarrollen actividades comerciales 

-
cional o internacional o en mercados regulados cuan-
do estas obren como contratantes o sus asimiladas. Lo 
anterior, sin perjuicio de que las entidades excluidas 
como contratantes puedan presentar oferta para par-
ticipar en los procesos de selección de esquemas de 
asociación público privada regidos por esta ley, siem-
pre que cumplan con los requisitos establecidos para el 
efecto en el respectivo proceso de selección.

.

participación estatal que tengan un régimen de contra-
tación privado no pueden ser contratantes de proyectos 
de APP bajo el régimen de la Ley 1508. Lo anterior, sin 
perjuicio de su capacidad de participar como contratis-
tas y de estructurar proyectos similares bajo su régimen 
de contratación privado.

Con el texto actual, e incluso después de la expedi-
ción de la Sentencia C-050 de 2015 de la Corte Cons-
titucional que trató este tema, existen dudas sobre el 
alcance de esta disposición y los eventos en los cuales 
este tipo de entidades deben utilizar la Ley 1508 de 
2012. 

Este punto puede ser de particular relevancia para 

deban/puedan ser adelantados por entidades distritales 
con regímenes de contratación especiales.

Artículo nuevo. Modifíquese el artículo 10 de la 
Ley 1508 de 2012. 

 
Para la selección de contratistas de proyectos de aso-
ciación público privada de iniciativa pública, podrá 

-
ciones que establezca el reglamento.

-

pública, estableciendo un grupo limitado de oferentes 
para participar en el proceso de selección. El acto ad-
ministrativo por medio del cual se conforme la lista de 

El reglamento podrá establecer mecanismos para 
que en caso de requerirse estudios adicionales, estos 

El reglamento también podrá establecer mecanismos 
-

cados cuando estos no participen en la realización de 
estudios adicionales.

.
Inciso segundo. A través de esta adición se preten-

de impedir que el inicio del diálogo competitivo y/o 
del proceso de selección de proyectos de APP que uti-

para la interacción con el mercado y la maduración de 
proyectos complejos), se vea atrasada por los recursos 
que puedan presentar los interesados en contra del acto 

de selección para la APP de dragado del río Magda-
lena, la presentación y resolución de los recursos de 
reposición atrasó el inicio del diálogo competitivo en 
casi dos meses.

Para atender este punto se reproduce casi de forma 
idéntica la disposición que la Ley 80 de 1993 introdujo 
para evitar tal circunstancia en relación con los actos de 
adjudicación de cualquier procedimiento de selección.

Inciso tercero. La complementación del inciso ter-

disponibles para la entidad pública durante el diálogo 

de la entidad pública, pueden adelantar a su riesgo y 
costo estudios adicionales del proyecto) para excluir 

dicho procedimiento.
Esta disposición es de especial importancia para 

impedir que el diálogo competitivo no cumpla uno de 
sus propósitos esenciales: propender por la maduración 
adicional del proyecto cuando la mayoría de los preca-

estudios adicionales para poder presentar la propuesta. 
Artículo nuevo. Modifíquese el artículo 17 de la 

Ley 1508 de 2012. 
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Artículo 17. Iniciativas privadas que requieren 
desembolsos de recursos públicos. Logrado el acuerdo 
entre la entidad estatal competente y el originador de la 
iniciativa, pero requiriendo la ejecución del proyecto 
desembolsos de recursos públicos, se abrirá una licita-
ción pública para seleccionar el contratista que adelante 
el proyecto que el originador ha propuesto, proceso de 
selección en el cual quien presentó la iniciativa tendrá 

complejidad del proyecto, para compensar su actividad 
previa, en los términos que señale el reglamento.

En esta clase de proyectos de asociación público-
privada, los recursos del Presupuesto General de la 
Nación, de las entidades territoriales o de otros fondos 
públicos, no podrán ser superiores al 30% del presu-
puesto estimado de inversión del proyecto. Tratándose 
de proyectos de infraestructura vial de carreteras dicho 
porcentaje no podrá ser superior al 20% del presupues-
to estimado de inversión del proyecto. Para estos efec-
tos, no se considerarán como recursos del Presupuesto 
General de la Nación, de las entidades territoriales o de 
otros fondos públicos, aquellos valores que en virtud 
de lo dispuesto en la Ley 448 de 1998 y en el Decreto 
1068 de 2015, deban hacer parte del Plan de Aportes 
al Fondo de Contingencias calculado para el proyecto.

Si el originador no resulta seleccionado para la eje-
cución del contrato, deberá recibir del adjudicatario el 
valor que la entidad pública competente haya determi-
nado, antes de la licitación, como costos de los estudios 
realizados para la estructuración del proyecto.

En todos los casos la entidad estatal competente, de-
berá cumplir con los requisitos establecidos en el artí-
culo 11, numerales 11.2 y siguientes de la presente ley.

Para todos los proyectos de APP de iniciativa pri-
vada que se han estudiado hasta el momento, el Mi-
nisterio de Hacienda ha considerado que los recursos 
que deben vincularse al Plan de Aportes al Fondo de 
Contingencias deben contabilizarse, en los términos de 
este artículo, como parte de los desembolsos de recur-
sos públicos. 

Además de ser impreciso equiparar dichos recursos 
con aquellos destinados a la retribución (criterio que 

-
tenderse como desembolsos de recursos públicos), tal 
interpretación ha traído consecuencias nocivas al de-
sarrollo de proyectos de APP de iniciativa privada que 
pueden ser especialmente relevantes para proyectos de 
APP de infraestructura de transporte a cargo del Dis-
trito. 

En tanto la existencia o no del Plan de Aportes de-
pende de qué riesgos asume la entidad, se presenta un 
incentivo a que en estos proyectos todos o casi todos los 
riesgos sean asumidos por los privados; incluso aque-
llos que en proyectos casi idénticos, pero de iniciativa 
pública, han sido asignados a la entidad pública (e.g. 
riesgo comercial). Este incentivo, en adición a no estar 
de acuerdo con el principio contenido en el artículo 3° 
de la Ley 1508 (i.e. se debe asignar el riesgo a quien 
esté en mejor capacidad de administrarlo), lo cual hace 
que los proyectos puedan ser potencialmente más ca-
ros para la entidad pública (en general, la parte que no 
está en mejor capacidad de administrar un riesgo va a 
cobrar más por su asunción que la que sí lo está), po-

dría hacer que, debido a las características propias de la 
infraestructura de transporte urbana, ciertos proyectos 
presentados al Distrito sean inviables.

En efecto, los privados no suelen estar dispuestos a 
asumir, entre otros, los riesgos asociados con las redes 
y la gestión de predios en proyectos a desarrollarse en 
un entorno urbano, debido a que las características par-
ticulares de los mismos hacen difícil contar con la in-

no los asume porque ellos requerirían de Plan de Apor-
tes que, al considerarse como aporte público, supera el 
límite señalado en el artículo 17, se hace inviable el 
desarrollo del proyecto por iniciativa privada. 

-
nada a aclarar que tales recursos no deben ser tenidos 
en cuenta para determinar si un proyecto puede ser o no 
de iniciativa privada.

Artículo nuevo. Modifíquese el numerales 6 y 7 del 
artículo 27 de la Ley 1508 de 2012. 

6. No se podrá celebrar este tipo de contratos du-
rante el último año de gobierno, salvo que sean cele-

-
centralizadas.

7. Las vigencias futuras que se expidan deberán 
cumplir las normas vigentes que regulan la materia 
y los parámetros previstos en el presente artículo. En 
cualquier caso, cuando las vigencias futuras corres-
pondan a proyectos de Asociación Público Privada a 

-
lizadas, estas podrán ser aprobadas en el último año de 
gobierno y hasta por el plazo de duración del proyecto 
respectivo. 

-
nen como propósito eliminar las restricciones estable-
cidas por la ley al distrito y sus entidades descentrali-
zadas que, por las exigencias de maduración y apro-
baciones propias de las APP, así como de la estructura 

desarrollo de proyectos de APP que requieran de vigen-
cias futuras.

En particular:
• Se eliminan las prohibiciones relativas a la sus-

cripción de contratos de APP y aprobación de vigencias 
futuras (en proyectos que no tengan participación ma-
yoritaria de la Nación) en el último año de gobierno; y

• Se señala expresamente que se pueden aprobar 
vigencias futuras por el mismo plazo del contrato de 
APP. Esto con el propósito de aclarar que las vigencias 
futuras de entidades territoriales no están limitadas por 

(como ha interpretado el Ministerio de Hacienda en 
algunas ocasiones).

En todo lo demás, se mantienen las exigencias de 

texto inicial del artículo 27.
Artículo nuevo. Modifíquese el artículo 4° de la 

Ley 1228 de 2008, el cual quedará así: 
“Artículo 4°. No procederá indemnización, com-

pensación o reconocimiento alguno por obras nuevas 
o mejoras, derechos, prerrogativas o autorizaciones 
que hayan sido levantadas, hechas o concedidas en las 
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2008 con posterioridad a su promulgación. 
Tampoco procederá indemnización alguna por la 

devolución de las fajas que fueron establecidas en el 
Decreto-ley 2770 de 1953 y que hoy se encuentran 
invadidas por particulares. En estos casos las auto-
ridades competentes deberán iniciar los procesos de 
restitución de bienes de uso público, dentro de los dos 
(2) meses siguientes a la entrada en vigencia de la pre-
sente ley.

Los gobernadores y los alcaldes, de conformidad 
con lo dispuesto en el parágrafo 2° del artículo 13 de 
la Ley 105 de 1993, deberán proteger y conservar la 
propiedad pública representada en las fajas de terreno 
adquiridas por el Gobierno nacional, las gobernacio-
nes o por las alcaldías en virtud del Decreto-ley 2770 
de 1953, al igual que las que se adquieran conforme 
a lo establecido en la presente ley. Estarán igualmen-
te obligados a iniciar inmediatamente las acciones de 
recuperación en caso de invasión de estos corredores.

Parágrafo 1°. Los gobernadores y los alcaldes, en-
viarán mensualmente al Ministerio de Transporte, al 
Ministerio de Defensa, Policía Nacional de Carrete-
ras, y al Ministerio del Interior y de Justicia una rela-
ción de los procesos de restitución que hayan iniciado 

seguimiento.
Parágrafo 2°. En los procesos de articulación o ac-

tualización de los planes de ordenamiento territorial, 
las autoridades competentes deberán consultar los 
proyectos de infraestructura de transporte que sean de 
utilidad pública o interés social, que hayan sido apro-

sean incorporados en el respectivo plan como zonas 
reservadas”

La cuarta Generación de Concesiones (4G) es el 
programa de infraestructura vial que espera generar en 
el país un desarrollo acelerado y ser más competitivo 
para enfrentar los retos del comercio global, generando 
más empleos y entregando a los colombianos vías de 

4G incluye cerca de 40 proyectos involucrando alrede-
dor de 7.000 km de la red vial nacional, 141 km de tú-
neles y 150 km de viaductos por un valor de inversión 
aproximado de 47 billones de pesos. 

Frente a este gran reto, es oportuno recordar que la 
Constitución Política determina que el legislador debe 
establecer los motivos de utilidad pública e interés so-
cial que prevalecen sobre los derechos de los particula-
res, en ese sentido las Leyes 9ª de 1989, 388 de 1997 y 

-
tructura de transporte son de utilidad pública e interés 
social. 

En la ejecución de los proyectos de infraestructura 

se han presentado diversas situaciones frente a las cua-

a la administración estatal que permita dar prevalencia 
a sus actuaciones, tal es el caso de cambios de uso del 
suelo en predios que se requieren para el desarrollo de 
proyectos. 

En efecto, la administración nacional una vez deter-
minado los trazados de los proyectos de infraestructura 

se encuentra con que los usos del suelo han cambiado, 
lo cual hace que la estimación que se ha realizado so-
bre el posible costo de los inmuebles requeridos para 
su desarrollo se ha incrementado sensiblemente, por tal 

armonizar su actuación con los planes nacionales, para 
lo cual previo a determinar el cambio de uso de sue-
lo deben consultar los proyectos de infraestructura de 
transporte a nivel nacional, regional o local. 

Artículo nuevo. Adiciónense un parágrafo al artí-
culo 23 de la Ley 1682 de 2013, así: 

“Parágrafo 2°. En las normas, métodos, paráme-
tros, criterios y procedimientos que adopte el Instituto 

de lo dispuesto en el presente artículo, no procederá in-
demnización, compensación o reconocimiento alguno 
por obras nuevas o mejoras, derechos, prerrogativas, 
autorizaciones que hayan sido levantadas, hechas o 
concedidas en las fajas o zonas reservadas en los térmi-
nos del artículo 4° de la Ley 1228 de 2008.”

Artículo nuevo. Costos de evaluación de los pro-
yectos de asociación público privada. 

Los originadores en la estructuración de proyectos 
de infraestructura pública de iniciativa privada o para 
la prestación de sus servicios asociados, asumirán por 
su propia cuenta y riesgo, la totalidad de los costos de 
la estructuración, incluyendo el costo para su revisión 

-
bilidad, según corresponda.

Para que las entidades estatales puedan determinar 
los costos de la evaluación del proyecto en etapa de 
prefactibilidad o factibilidad seguirán los siguientes 
parámetros: 

1.1. El valor de los honorarios de los profesionales 
requeridos para la realización de la tarea de evalua-
ción.

1.2. El costo de las visitas al proyecto que sean ne-
cesarias.

1.3. Otros costos directos e indirectos de la evalua-
ción.

El método de cálculo de los costos será así: para el 

-

para el numeral 1.2, se estimará el número de visitas 
según se requiera y su costo de acuerdo con las tari-
fas del transporte público, y para el numeral 1.3 otros 
costos directos e indirectos relacionados con temas 
operativos y de administración de la evaluación. La 
sumatoria de los costos de evaluación del proyecto, no 
podrá superar al 0.2% del valor del Capex del respec-
tivo proyecto en etapa de prefactibilidad o factibilidad, 
según corresponda.

La administración y manejo de los recursos desti-

etapa de prefactibilidad y factibilidad será a través de 
un patrimonio autónomo que constituirá el originador. 
Los costos que genere su administración deberán ser 
cubiertos por los originadores de asociaciones públi-

con cargo a los rendimientos de los recursos aporta-
dos.
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El administrador del patrimonio autónomo expedi-

por parte del originador, para que la entidad estatal 
-

tivo proyecto con cargo a los recursos disponibles en 
el patrimonio autónomo constituido para el efecto. La 

-
tónomo y la encargada de autorizar los pagos que se 

de la iniciativa privada.
Parágrafo. El valor de la evaluación del proyecto 

que sea determinado por la entidad estatal en etapa de 
prefactibilidad deberá girarse al patrimonio autónomo 
en el plazo que establezca la entidad para iniciar la 
revisión del proyecto en dicha etapa.

El valor de la evaluación del proyecto en etapa de 
factibilidad que sea determinado por la entidad estatal 
deberá girarse al patrimonio autónomo dentro de los 
sesenta días anteriores a la fecha establecida por la 
entidad estatal para entregar el proyecto en etapa de 
factibilidad. En caso de que el originador no consigne 
el valor de la evaluación del proyecto la entidad estatal 
no adelantará su respectiva evaluación en la etapa en 
que se encuentre”.

La Ley 1508 de 2012, -
men jurídico de las Asociaciones Público- Privadas ha 
incrementado el interés del sector privado en invertir 
en proyectos de infraestructura, lo cual ha generado un 
incremento en las propuestas a los entes gubernamenta-
les sobre la utilización de este mecanismo.

La estructura administrativa de las entidades en-
cargadas de evaluar las propuestas de APP es pequeña 
frente al volumen e incremento de estas iniciativas, ra-
zón por la cual se busca establecer parámetros de cos-

e involucren en las propuestas ante la administración 
pública los posibles costos en que se incurra para la 
evaluación de las mismas, ello permitirá hacer más ágil 
el proceso de evaluación, así como determinar la serie-
dad de las iniciativas.

La infraestructura de transporte es una prioridad de 
orden estratégico para el Estado, ya que los diferentes 
modos de transporte e infraestructura denotan una gran 
importancia para los sectores de la economía. De igual 
manera, la experiencia alcanzada sobre el esquema de 
APP en infraestructura representan un gran avance, no 

-
vados de largo plazo que se conviertan en socios del 
Estado.

Ahora bien, en la etapa de prefactibilidad y factibili-
dad, las entidades estatales por disposición legal deben 
llevar a cabo la evaluación de la propuesta, las consul-
tas a terceros y a autoridades competentes, así como 
la profundización de las evaluaciones si el originador 
realiza estudios complementarios, ajustes o precisiones 
al proyecto.

Un gran número de proyectos de asociación pú-
blico-privada de iniciativa privada se han sometido a 
consideración de las diferentes entidades públicas, lo 
cual generó la necesidad de contar con los respectivos 

recursos para respaldar las evaluaciones de dichos pro-

De otra parte, debido a las restricciones presupues-

evaluar los proyectos y cumplir con sus obligaciones 
exigidas en la Ley 1508 de 2012, por lo cual se pro-
pone que el valor de las evaluaciones de este tipo de 
proyectos las asume el privado, teniendo en cuenta que 
los estudios y los costos que se generan en las etapas 
de prefactibilidad y factibilidad son por cuenta y riesgo 
del privado, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 14 de la Ley 1508 de 2012.

Artículo nuevo. Sustitución del uso de las vías fé-
rreas para la construcción de sistemas de transporte. 
Las vías férreas ubicadas dentro de los perímetros ur-
banos, podrán ser usadas total o parcialmente para la 
construcción de Sistema de Transporte, previa entrega 
de la titularidad del corredor férreo a la entidad territo-
rial por parte de la Nación. 

Artículo nuevo. Planes de expansión de las vías 
férreas a cargo de la Nación. El Ministerio de Trans-
porte presentará al Consejo Nacional de Política Eco-
nómica y Social (Conpes), para su aprobación los pla-
nes de expansión de las vías férreas, que deberán con-
tener como mínimo lo siguiente:

a) La conveniencia de entregar la titularidad de la 
vía férrea a entidades territoriales para realizar inver-
siones en infraestructura para los Sistemas de Trans-
porte, de acuerdo con las prioridades del Plan Nacional 
de Desarrollo.

b) Las inversiones públicas que pretenden realizar 
las entidades territoriales deben efectuarse en infraes-
tructura de sistemas de transporte, soportadas en estu-
dios a nivel de factibilidad.

Los planes de expansión de las vías férreas podrán 

Las inversiones públicas que se hagan en materia de 
infraestructura vial nacional se ceñirán a lo expuesto 
en los planes de expansión vial y en el Plan Nacional 
de Desarrollo.

El Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018, deter-
minó la necesidad de invertir en el modo férreo por 
ser este un sistema alternativo a las carreteras para el 
transporte de carga y mercancías, así como constituir-
se como un sistema de movilidad para el transporte de 
pasajeros.

-

al país más competitivo comercialmente a nivel inter-
nacional, para lo cual se requiere mayor inversión por 
parte del Estado en la rehabilitación y mantenimiento 
de los corredores férreos, así como el mantenimiento 
del material rodante disponible.

En este contexto, se busca aunar esfuerzos con los 
-

movilidad de las comunidades, para lo cual se propo-
ne establecer normas que permitan la participación del 
Gobierno nacional en este modo de transporte.
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De conformidad con el artículo 13 del Decreto 1791 
-

vías, por tanto, esta entidad del orden nacional tiene 
deber de custodia de tales corredores férreos. La pro-
blemática pretende solucionar problemas estructura-
les en las ciudades que tienen “corredores férreos” en 
su perímetro urbano, los cuales pese al transcurrir del 
tiempo, obras privadas, obras públicas y toda suerte de 
situaciones que viven las ciudades en desarrollo, han 
dejado tales líneas de tránsito ferroviario inutilizables; 
tal es el caso de la ciudad de Neiva, Huila, donde ya re-
sulta imposible rescatar el corredor férreo que en otrora 
cruzaba la ciudad puesto que se han construido obras 
que imposibilitan su utilidad.

Sin embargo, si bien es cierto no es posible poner 
en marcha proyectos de consideración ferroviaria, lo 
cierto es que están impidiendo nuevos desarrollos ur-
banísticos necesarios para el desarrollo de las ciudades, 
tal es el caso de los proyectos que pretenden mejorar la 
movilidad en la ciudad; por ello este artículo pretende 
superar ese contrasentido en el que se han visto inmer-
sas algunas entidades territoriales, las cuales no pue-
den desarrollar sus proyectos de infraestructura para 
la movilidad pese a que Invías no puede transferirles 
esos corredores férreos inutilizables, todo ello por im-
posibilidad normativa. Este articulado también entrega 
un procedimiento para agotar a la hora de entregar un 
corredor férreo. 

y la infraestructura del Estado, se busca que las vías 
férreas ubicadas dentro de los perímetros urbanos se 
usen total o parcialmente para la construcción de Siste-
mas de Transporte y ayuden a solucionar los problemas 
de movilidad, siempre y cuando se haga la respectiva 
entrega de la titularidad del corredor férreo a la entidad 
territorial por parte de la Nación.

Igualmente, el Ministerio de Transporte podrá pre-
sentar al Consejo Nacional de Política Económica y 
Social (Conpes), para su aprobación los planes de ex-

la red Nacional de transporte, incorporando o exclu-

-

artículos sobre el texto aprobado:

Artículo 1°. En su parágrafo tercero se pretende 
insertar la TRM como mecanismo de transparencia a 

el factor precio de la licitación.

Artículo 6°. Remplazar la expresión “y o” por “y” 
del numeral 4.

Artículo 9°. Se propone:

- Incluir la expresión “servicios públicos” en el tí-
tulo y en el primer inciso, así: “Limitaciones, Afecta-
ciones, Gravámenes al Dominio, Medidas Cautelares, 
Impuestos, Servicios Públicos y Contribución de Va-
lorización”. “(…) por concepto de gravámenes, limi-
taciones, afectaciones, medidas cautelares, impuestos, 
servicios públicos, y contribución de valorización y pa-
gar directamente (…)”.

“proyecto”.

favorecer la gestión predial de este tipo de proyectos es 
necesario que se incluyan los servicios públicos como 
descontables del proceso de negociación.

de otorgar un plazo mayor para realizar el pago a favor 
del titular de los derechos del predio a que se le hace 
gestión predial, es decir, un plazo de noventa (90) días.

Artículo 13. 
aprobado en primer debate por la Comisión Primera del 
Senado, el cual quedará así:

Artículo 13. En los procesos de gestión y adquisi-
ción predial en los cuales el ejecutor del proyecto de 

baldíos o de uso público requeridos para el proyecto se 
encuentran ocupados, será procedente el pago y reco-
nocimiento de una compensación por mejoras, siempre 
y cuando se cumplan los siguientes requisitos:

1. El o los ocupantes irregular(es) acrediten que de-
penden del predio como único medio de subsistencia.

2. No sean propietarios de bienes inmuebles.

3. El valor de las mejoras no sea superior al tope 

prioritario.

4. La ocupación debe ser superior al término esta-
blecido en la ley para la prescripción adquisitiva.

tipo de ayuda o programa de vivienda.

la cual será vinculante para las lonjas de propiedad raíz 
que realicen avalúos.

En caso de que no se cumpla con los parámetros 

proyecto revisará las condiciones del ocupante, con el 
-

gún caso podrá ser superior a doscientos (200) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes.

En caso de que el ocupante irregular no esté de 
acuerdo con el avalúo, la entidad encargada del proyec-
to de infraestructura procederá a solicitar a la autoridad 
policiva del lugar el desalojo del bien y el valor de las 
mejoras será puesto a disposición del desalojado, me-
diante pago por consignación a favor del mejoratario.

Parágrafo 1°. No procederá compensación alguna 
en caso de que el ocupante no acredite, como mínimo, 
el término de prescripción adquisitiva a la fecha de ex-
pedición de la presente ley.

Parágrafo 2°. Los requisitos enumerados en el pre-
sente artículo para el pago de mejoras, serán aplicables 
a los casos en los cuales se hagan compensaciones en 
las fajas de retiro obligatorio de propiedad privada.

iv) Proposición

Con fundamento en las anteriores consideraciones, 
de manera respetuosa solicitamos dar segundo debate 
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al Proyecto de ley número 84 de 2016 Senado por 
-

nes orientadas a fortalecer la contratación pública en 
Colombia, la ley de infraestructura y se dictan otras 
disposiciones, en los términos que se propone a conti-

Cordialmente,

PLIEGO DE MODIFICACIONES AL PRO-
YECTO DE LEY NÚMERO 84 DE 2016 SENADO

-
posiciones orientadas a fortalecer la Contratación 
Pública en Colombia, la ley de infraestructura y se 

dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónense los parágrafos 2° y 3° del 

artículo 30 de la Ley 80 de 1993:
Parágrafo 2°. En los procesos de licitación pública 

para seleccionar contratistas de obra, la oferta estará 
conformada por dos sobres, un primer sobre en el cual 
se deberán incluir los documentos relacionados con el 
cumplimiento de los requisitos habilitantes correspon-
dientes a la experiencia, capacidad jurídica, capaci-

reconocimiento de la industria nacional y Mipyme. El 
segundo sobre, deberá incluir únicamente la propues-
ta económica de conformidad con todos los requisitos 
exigidos en el pliego de condiciones.

Parágrafo 3°. En los procesos de licitación pública 
para seleccionar contratistas de obra pública, las enti-
dades estatales deberán publicar el informe de evalua-
ción relacionado con los documentos de los requisitos 
habilitantes incluidos en el primer sobre, dentro del 
plazo establecido en el pliego de condiciones.

En estos procesos el informe permanecerá publica-
do en el Secop durante cinco (5) días hábiles, término 
en el que los proponentes podrán hacer las observacio-
nes que consideren y entregar los documentos y la in-

este plazo, la entidad estatal se pronunciará sobre las 
-

ción de los requisitos habilitantes dentro del término 

plazo señalado con anterioridad. Una vez publicado 

no se recibirán documentos o información adicional de 
los proponentes.

Para estos procesos, el segundo sobre, que contie-
ne la oferta económica, se mantendrá cerrado hasta la 
audiencia de adjudicación. Durante esta audiencia se 
dará apertura al sobre, se evaluará la oferta económi-
ca y se establecerá el orden de elegibilidad mediante el 
sorteo de una fórmula matemática que se escogerá te-
niendo en cuenta los dos primeros decimales de la Tasa 
Representativa del Mercado (TRM), que rija el día se-
ñalado para adelantar la audiencia de adjudicación en 
el acto administrativo de apertura, fecha que será in-

los proponentes podrán presentar observaciones a la 
oferta económica, las cuales deberán ser respondidas 
por la entidad estatal en la misma diligencia.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 53 de la Ley 80 

de 2011, el cual quedará así:
Los consultores y asesores externos responderán ci-

-
plimiento de las obligaciones derivadas del contrato 
de consultoría o asesoría, celebrado por ellos, como 
por los hechos u omisiones que les fueren imputables 
constitutivos de incumplimiento de las obligaciones 
correspondientes a tales contratos y que causen daño o 
perjuicio a las entidades, derivados de la celebración 
y ejecución de contratos respecto de los cuales hayan 
ejercido o ejerzan las actividades de consultoría o ase-
soría.

Por su parte, los interventores, responderán civil, 
-

miento de las obligaciones derivadas del contrato de 
interventoría, como por los hechos u omisiones que le 
sean imputables y causen daño o perjuicio a las enti-
dades, derivados de la celebración y ejecución de los 
contratos respecto de los cuales hayan ejercido o ejer-
zan las funciones de interventoría, siempre y cuando 
tales perjuicios provengan del incumplimiento o res-
ponsabilidad directa, por parte del interventor, de las 
obligaciones que a este le correspondan conforme con 
el contrato de interventoría.

Artículo 3°. Adiciónese el siguiente inciso al nume-

por el artículo 7° de la Ley 1185 de 2008, así:
Cuando se trate de proyectos de infraestructura de 

la Nación la intervención deberá ser responsabilidad 
del respectivo concesionario con la supervisión del 
profesional registrado o acreditado ante la respectiva 
autoridad o instituciones de investigación especializa-
das o universidades con programas pertinentes debi-
damente acreditados. Los proyectos que se encuentran 
en ejecución al momento de expedición de la presente 

registrado, el contratista o concesionario podrá optar 
por mantener la responsabilidad en cabeza de dicho 
profesional o adoptar la solución a que hace referencia 
el presente artículo.

Artículo 4°. Adiciónese el siguiente parágrafo al ar-
tículo 2° de la Ley 1150 de 2007:

Parágrafo 7°. El Gobierno nacional adoptará do-
cumentos tipo para los pliegos de condiciones de los 
procesos de selección de obras públicas, interventoría 
para las obras públicas, interventoría para consultoría 
de estudios y diseños para obras públicas, consulto-
ría en ingeniería para obras, los cuales deberán ser 
utilizados por todas las entidades sometidas al Esta-
tuto General de la Contratación de la Administración 
Pública en los procesos de selección que adelanten. 
Dentro los documentos tipo el Gobierno adoptará de 
manera general y con alcance obligatorio para todas 
las entidades sometidas al Estatuto General de Contra-
tación de la Administración Pública, las condiciones 

-
tores técnicos y económicos de escogencia y la ponde-
ración precisa y detallada de los mismos, que deberán 
incluirse en los pliegos de condiciones, teniendo en 
cuenta la naturaleza y cuantía de los contratos. Para 
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la adopción de esta reglamentación el Gobierno tendrá 
en cuenta las características propias de las regiones y 
hará las distinciones que resulten necesarias.

Artículo 5°. Modifíquese el literal c) del numeral 4 

los artículos 92 y 95 de la Ley 1474 de 2011, el cual 
quedará así:

“Contratos interadministrativos, siempre que las 
obligaciones derivadas del mismo tengan relación di-
recta con el objeto de la entidad ejecutora señalado en 
la ley o en sus reglamentos.

“Se exceptúan los contratos de obra, interventoría 
de obra, consultoría en ingeniería para obra, suminis-
tro, prestación de servicios de evaluación de confor-
midad respecto de las normas o reglamentos técnicos, 

-
tuciones de educación superior públicas o las Socieda-
des de Economía Mixta con participación mayoritaria 
del Estado, o las personas jurídicas sin ánimo de lucro 
conformadas por la asociación de entidades públicas, 
o las federaciones de entidades territoriales sean las 
ejecutoras. Estos contratos podrán ser ejecutados por 
las mismas, siempre que participen en procesos de li-
citación pública o contratación abreviada de acuerdo 
con lo dispuesto por los numerales 1 y 2 del presente 
artículo.

En aquellos eventos en que el régimen aplicable a 
la contratación de la entidad ejecutora no sea el de la 
Ley 80 de 1993, la ejecución de dichos contratos estará 
en todo caso sometida a esta ley, salvo que la entidad 
ejecutora desarrolle su actividad en competencia con 
el sector privado o cuando la ejecución del contrato 
interadministrativo tenga relación directa con el desa-
rrollo de su actividad.

En aquellos casos en que la entidad estatal ejecu-
tora deba subcontratar algunas de las actividades de-
rivadas del contrato principal, no podrá ni ella ni el 
subcontratista, contratar o vincular a las personas na-
turales o jurídicas que hayan participado en la elabo-
ración de los estudios, diseños y proyectos que tengan 
relación directa con el objeto del contrato principal.

-
radministrativo, los contratos de seguro de las entida-
des estatales.

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 5° de la Ley 
1150 de 2007, el cual quedará así:

“Artículo 5°. De la selección objetiva. Es objetiva 
la selección en la cual la escogencia se haga al ofreci-

busca, sin tener en consideración factores de afecto o 
de interés y, en general, cualquier clase de motivación 
subjetiva. En consecuencia, los factores de escogen-

pliegos de condiciones o sus equivalentes, tendrán en 
cuenta los siguientes criterios:

1. La capacidad jurídica y las condiciones de expe-

-
miento como requisitos habilitantes para la participa-
ción en el proceso de selección y no otorgarán puntaje, 
con excepción de lo previsto en el numeral 4 del presen-
te artículo. La exigencia de tales condiciones debe ser 
adecuada y proporcional a la naturaleza del contrato 

las condiciones antes señaladas será efectuada por las 
Cámaras de Comercio de conformidad con lo estable-
cido en el artículo 6° de la presente ley, de acuerdo con 

2. La oferta más favorable será aquella que, tenien-
do en cuenta los factores técnicos y económicos de es-
cogencia y la ponderación precisa y detallada de los 
mismos contenida en los pliegos de condiciones o sus 
equivalentes, resulte ser la más ventajosa para la en-
tidad, sin que la favorabilidad la constituyan factores 
diferentes a los contenidos en dichos documentos.

En los contratos de obra pública, los factores técni-
cos no serán criterio para determinar la oferta más fa-
vorable. El Gobierno nacional reglamentará los casos 
en los cuales, teniendo en cuenta la complejidad de la 
obra a realizar, puedan incluirse factores adicionales 
de evaluación en este tipo de contratos.

3. Sin perjuicio de lo previsto en el numeral 1 del 
presente artículo, en los pliegos de condiciones para 
las contrataciones cuyo objeto sea la adquisición o 
suministro de bienes y servicios de características 
técnicas uniformes y común utilización, las entidades 
estatales incluirán como único factor de evaluación el 
menor precio ofrecido.

4. En los procesos para la selección de consultores 

destinados a valorar los aspectos técnicos de la oferta 
o proyecto. De conformidad con las condiciones que 
señale el reglamento, se podrán utilizar criterios de 

-
bajo, en el campo de que se trate.

En ningún caso se podrá incluir el precio, como 
factor de escogencia para la selección de consultores 
e interventores.

Parágrafo 1°. La ausencia de requisitos o la fal-
ta de documentos referentes a la futura contratación 
o al proponente, no necesarios para la comparación 

el rechazo de los ofrecimientos hechos. En consecuen-
cia, todos aquellos requisitos de la propuesta que no 
afecten la asignación de puntaje, podrán ser solicita-
dos por las entidades estatales, y deberán ser entrega-
dos por los proponentes durante el término de cinco 
(5) días hábiles en el que el informe de evaluación de 
los requisitos habilitantes haya sido publicado en el 
Secop. Serán rechazadas las ofertas de aquellos pro-
ponentes que no suministren la información y la docu-
mentación solicitada por la entidad estatal en el plazo 
anteriormente señalado.

Parágrafo 2°.

podrán establecerse como documento habilitante para 
participar en licitaciones o concursos.

Parágrafo 3°. La no entrega de la garantía de se-
riedad junto con la propuesta no será subsanable y 
será causal de rechazo de la misma.

Parágrafo 4°. En aquellos procesos de selección 
en los que se utilice el mecanismo de subasta, los do-
cumentos referentes a la futura contratación o al pro-
ponente, no necesarios para la comparación de las 
propuestas, deberán ser solicitados hasta el momento 
previo a su realización.

Parágrafo 5°. En los procesos de contratación de 
obra y de consultoría para la elaboración de estudios 
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y diseños de ingeniería para obra, con excepción para 
asociaciones público-privadas y concesiones, las enti-
dades estatales deberán aceptar la experiencia adqui-
rida por los proponentes a través de la ejecución de 
contratos con particulares.

Artículo 7°. Adiciónese un parágrafo al artículo 8° 
de la Ley 1150 de 2007, el cual quedará así:

“Parágrafo. No es obligatorio contar con disponi-
bilidad presupuestal para realizar la publicación del 
proyecto de Pliego de Condiciones”.

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 33 de la Ley 
1508 de 2012, el cual quedará así:

La elaboración de estudios, la evaluación de pro-
yectos de iniciativa privada y las interventorías de los 
contratos, se podrán contratar mediante el procedi-
miento de selección abreviada de menor cuantía o mí-
nima cuantía según su valor.

En los contratos para la ejecución de proyectos de 
asociación público-privada la interventoría deberá 
contratarse con una persona independiente de la en-
tidad contratante y del contratista. Dichos intervento-

tanto por el cumplimiento de las obligaciones deriva-
das del contrato de interventoría, como por los hechos 
u omisiones que les sean imputables y causen daño o 
perjuicio a las entidades, derivados de la celebración 
y ejecución de contratos respecto de los cuales hayan 
ejercido o ejerzan las funciones de interventoría, siem-
pre y cuando tales perjuicios provengan del incumpli-
miento o responsabilidad directa, por parte del inter-
ventor, de las obligaciones que a este le corresponden 
con el contrato de interventoría.

Artículo 9°.
de 2013, el cual quedará así:

“Artículo 22. Limitaciones, afectaciones, gravá-
menes al dominio, medidas cautelares, impuestos y 
contribución de valorización. En el proceso de adqui-
sición de predios requeridos para proyectos de infraes-
tructura de transporte, en caso de existir acuerdo de 
negociación entre la entidad Estatal y el titular inscrito 
en el folio de matrícula y previo al registro de la escri-
tura pública correspondiente, la entidad estatal, con 
cargo al valor del proyecto, podrá descontar la suma 
total o proporcional que se adeuda por concepto de 
gravámenes, limitaciones, afectaciones, medidas cau-
telares, impuestos, servicios públicos y contribución 
de valorización y pagar directamente dicho valor al 
acreedor o mediante depósito judicial a órdenes del 
despacho respectivo, en caso de cursar procesos eje-
cutivos u ordinarios en los que se haya ordenado el 
respectivo gravamen, considerando para el efecto el 

directamente el titular. De no ser posible, se continuará 
con el proceso de expropiación administrativa o judi-
cial, según corresponda.

con destino al Registrador de Instrumentos Públicos 
respectivo o a la autoridad competente, en el cual se 
solicite levantar la limitación, la afectación, gravamen 
o medida cautelar, evidenciando el pago y paz y salvo 
correspondiente, cuando a ello haya lugar. El Regis-
trador deberá dar trámite a la solicitud en un término 
perentorio de 15 días hábiles.

Una vez realizada la respectiva anotación en el re-

al notario correspondiente para que obre en la escritu-
ra pública respectiva del inmueble.

Las medidas cautelares al dominio cuya inscripción 
se encuentre caducada de acuerdo con lo dispuesto en 
la Ley 1579 de 2012, se podrán cancelar con la soli-
citud que realice la entidad estatal al Registrador de 
Instrumentos Públicos.

Cuando se trate de servidumbres de utilidad pública 
y las redes y activos allí asentados puedan mantenerse, 
se conservará el registro del gravamen en el folio del 
inmueble.

Parágrafo. La entidad estatal con cargo al valor del 
negocio, podrá descontar la suma total o proporcional 
que debe pagarse por concepto de gastos de notariado 
y registró y pagar directamente dicho valor”.

Artículo 10.
24 de la Ley 1682 de 2013, el cual quedará así:

Parágrafo 2°. El avalúo comercial tendrá una vi-
gencia de un (1) año, contado desde la fecha de su co-
municación a la entidad solicitante o desde la fecha en 

-

-
luntaria.

Artículo 11. El artículo 25 de la Ley 1682 de 2013, 
-

dará así:
Artículo 25. . La oferta 

-
-

cula del inmueble objeto de expropiación o al respec-
tivo poseedor regular inscrito o a los herederos deter-
minados e indeterminados, entendidos como aquellas 
personas que tengan la expectativa cierta y probada de 
entrar a representar al propietario fallecido en todas 
sus relaciones jurídicas por causa de su deceso de con-
formidad con las leyes vigentes.

La oferta será remitida por el representante legal de 
la entidad pública competente para realizar la adquisi-

cual contendrá como mínimo:
1. Indicación de la necesidad de adquirir el inmue-

ble por motivo de utilidad pública.
2. Alcance de conformidad con los estudios de via-

bilidad técnica.

4. Valor como precio de adquisición acorde con lo 
previsto en el artículo 37 de la presente ley.

5. Información completa sobre los posibles proce-
sos que se pueden presentar como son: enajenación 
voluntaria, expropiación administrativa o judicial.

Se deberán explicar los plazos, y la metodología 
-

pietario o poseedor según el caso.

etapa de negociación directa, en la cual el propietario 
o poseedor inscrito tendrá un término de quince (15) 
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días hábiles para manifestar su voluntad en relación 
con la misma, bien sea aceptándola, o rechazándola.

Si la oferta es aceptada, deberá suscribirse escri-
tura pública de compraventa o la promesa de compra-
venta dentro de los diez (10) días hábiles siguientes e 

-
trumentos públicos del lugar correspondiente.

Se entenderá que el propietario o poseedor del pre-
dio renuncian a la negociación cuando:

a) Guarden silencio sobre la oferta de negociación 
directa.

b) Dentro del plazo para aceptar o rechazar la ofer-
ta no se logre acuerdo.

c) No suscriban la escritura o la promesa de com-

ley por causas imputables a ellos mismos.
Será obligatorio iniciar el proceso de expropiación 

si transcurridos treinta (30) días hábiles después de la 

a un acuerdo formal para la enajenación voluntaria, 
contenido en un contrato de promesa de compraventa 

-
bre los que recaiga la declaratoria de utilidad pública 
o de interés social, e inscrita dicha oferta en el respec-

podrán ser objeto de ninguna limitación al dominio. El 
registrador se abstendrá de efectuar la inscripción de 
actos, limitaciones, gravámenes, medidas cautelares o 
afectaciones al dominio sobre aquellos.

Parágrafo. La entidad adquirente procederá a ex-
pedir directamente la resolución de expropiación sin 
necesidad de expedir oferta de compra en los siguien-
tes eventos:

-
recho real de dominio falleció y no es posible determi-
nar sus herederos.

2. En el evento en el que alguno de los titulares del 
derecho real inscrito en el folio de matrícula inmobilia-
ria del inmueble objeto de adquisición o el respectivo 
poseedor regular inscrito se encuentren reportados en 
alguna de las listas de control de prevención de lavado 

Una vez expedida la resolución de expropiación, la 
entidad adquirente solicitará la inscripción de la mis-

y libertad del inmueble. El registrador se abstendrá de 
efectuar la inscripción de actos, limitaciones, gravá-
menes, medidas cautelares o afectaciones al dominio 
sobre aquellos.

Surtida la etapa de agotamiento de vía gubernativa, 
la Entidad adquirente deberá acudir al procedimien-
to de expropiación judicial contemplado en el artículo 
399 del Código General del Proceso o la norma que lo 

-
miento automático y el valor que arroje la expropia-
ción se dejará a cargo del juzgado de conocimiento.

Parágrafo 2°. Se dispone un plazo de noventa (90) 
días siguientes a la suscripción de contratos de com-
praventa de los bienes objeto de la oferta de compra, 
para realizar el pago correspondiente, vencido el plazo 
y no habiéndose realizado el mismo, los titulares de 

derechos reales podrán acudir al proceso ejecutivo y 
se causarán intereses de mora.

Artículo 12. Modifícase el artículo 27 de la Ley 
1682, el cual quedará así:

“Artículo 27. Permiso de intervención voluntario. 
Mediante documento escrito suscrito por la entidad y 
el titular inscrito en el folio de matrícula el poseedor 
regular o los herederos determinados del bien, podrá 
pactarse un permiso de intervención voluntario del in-
mueble objeto de adquisición o expropiación. El per-
miso será irrevocable una vez se pacte.

Con base en el acuerdo de intervención suscrito, la 
entidad deberá iniciar el proyecto de infraestructura 
de transporte.

Lo anterior, sin perjuicio de los derechos de terce-
ros sobre el inmueble los cuales no surtirán afectación 
o detrimento alguno con el permiso de intervención 
voluntaria, así como el deber del responsable del pro-
yecto de infraestructura de transporte de continuar con 
el proceso de enajenación voluntaria, expropiación ad-
ministrativa o judicial, según corresponda.

Parágrafo. En el proceso administrativo, en caso 
de no haberse pactado el permiso de intervención vo-
luntario del inmueble objeto de adquisición o expro-
piación, dentro de los quince (15) días siguientes a la 
ejecutoria del acto administrativo que la dispuso, la 
entidad interesada solicitará a la respectiva autoridad 
de policía, la práctica de la diligencia de desalojo, que 
deberá realizarse con el concurso de esta última y con 

personero municipal quien deberá garantizar la pro-
tección de los derechos humanos, dentro de un término 
perentorio de cinco (5) días, de la diligencia, se levan-
tará un acta y en ella no procederá oposición alguna”.

 Artículo 13. En los procesos de gestión y adquisi-
ción predial en los cuales el ejecutor del proyecto de 

-
dios baldíos o de uso público requeridos para el pro-
yecto se encuentran ocupados, será procedente el pago 
y reconocimiento de una compensación por mejoras, 
siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos:

1. El o los ocupantes irregular(es) acrediten que de-
penden del predio como único medio de subsistencia.

2. No sean propietarios de bienes inmuebles.
3. El valor de las mejoras no sea superior al tope 

-
rés prioritario.

4. La ocupación debe ser superior al término esta-
blecido en la ley para la prescripción adquisitiva.

tipo de ayuda o programa de vivienda.
-

jará la metodología para la valoración de las mejoras, 
la cual será vinculante para las lonjas de propiedad 
raíz que realicen avalúos.

En caso de que no se cumpla con los parámetros 

proyecto revisará las condiciones del ocupante, con el 
-

gún caso podrá ser superior a doscientos (200) sala-
rios mínimos mensuales legales vigentes.
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En caso de que el ocupante irregular no esté de 
acuerdo con el avalúo, la entidad encargada del pro-
yecto de infraestructura procederá a solicitar a la 
autoridad policiva del lugar el desalojo del bien y el 
valor de las mejoras será puesto a disposición del des-
alojado, mediante pago por consignación a favor del 
mejoratario.

Parágrafo 1°. No procederá compensación alguna 
en caso de que el ocupante no acredite, como mínimo, 
el término de prescripción adquisitiva a la fecha de ex-
pedición de la presente ley. 

Parágrafo 2°. Los requisitos enumerados en el pre-
sente artículo para el pago de mejoras, serán aplica-
bles a los casos en los cuales se hagan compensaciones 
en las fajas de retiro obligatorio de propiedad privada.

Artículo 14. Modifíquense los parágrafos 4°, 5° y 
6° del artículo 5° de la Ley 1508 de 2012. 

Parágrafo 4°. En proyectos de asociación público-

entidades descentralizadas, la entidad estatal compe-
tente podrá reconocer derechos reales sobre inmuebles 
que no se requieran para la prestación del servicio 
para el cual se desarrolló el proyecto, como compo-
nente de la retribución al inversionista privado.

El Gobierno reglamentará las condiciones bajo las 
cuales se realizará el reconocimiento de los derechos 
reales y de explotación sobre inmuebles, garantizando 
que su tasación sea acorde con su valor en el mercado 
y a las posibilidades de explotación económica del ac-
tivo. Adicionalmente, se incluirán en dicha reglamen-
tación las condiciones que permitan que el inversio-
nista privado reciba los ingresos de dicha explotación 
económica o enajenación, condicionados a la disponi-
bilidad de la infraestructura y al cumplimiento de los 
estándares de calidad y niveles de servicio pactados.

Parágrafo 5°. En caso de que en el proyecto de 
asociación público-privada la entidad estatal entregue 
al inversionista privado una infraestructura existente 
en condiciones de operación, la entidad estatal podrá 
pactar el derecho a la retribución de los costos de por 
las actividades de operación y mantenimiento de esta 
infraestructura existente condicionado a su disponibi-
lidad, al cumplimiento de los niveles de servicio y es-
tándares de calidad.

Parágrafo 6°. En proyectos de asociación público-
privada, podrán establecerse, unidades funcionales de 
tramos de túneles o, de vías 
públicas, en virtud de las cuales se predicará única-
mente disponibilidad parcial y estándar de calidad 
para efectos de la retribución. El Gobierno nacional 
reglamentará la materia.

Artículo 15. Modifíquese el parágrafo del artículo 
8° de la Ley 1508 de 2012. 

Parágrafo. No podrán ser contratantes de esque-
mas de asociación público-privada bajo el régimen 
previsto en la presente ley, las Sociedades de Economía 

Domiciliarios y las Empresas Industriales y Comercia-
les del Estado o sus asimiladas. Lo anterior, sin perjui-
cio de que las entidades excluidas como contratantes 
puedan presentar oferta para participar en los proce-
sos de selección de esquemas de asociación público-
privada regidos por esta Ley, siempre que cumplan con 

los requisitos establecidos para el efecto en el respecti-
vo proceso de selección.

Artículo 16. Modifíquese el artículo 10 de la Ley 
1508 de 2012, el cual quedará así:

Para la selección de contratistas de proyectos de aso-
ciación público privada de iniciativa pública, podrá 

-
ciones que establezca el reglamento.

-

pública, estableciendo un grupo limitado de oferentes 
para participar en el proceso de selección. El acto ad-
ministrativo por medio del cual se conforme la lista de 

El reglamento podrá establecer mecanismos para 
que en caso de requerirse estudios adicionales, estos 

 
El reglamento también podrá establecer mecanismos 

-
cados cuando estos no participen en la realización de 
estudios adicionales.

Artículo 17. Modifíquese el artículo 17 de la Ley 
1508 de 2012. 

Artículo 17. Iniciativas privadas que requieren 
desembolsos de recursos públicos. Logrado el acuerdo 
entre la entidad estatal competente y el originador de la 
iniciativa, pero requiriendo la ejecución del proyecto 
desembolsos de recursos públicos, se abrirá una licita-
ción pública para seleccionar el contratista que adelante 
el proyecto que el originador ha propuesto, proceso de 
selección en el cual quien presentó la iniciativa tendrá 

complejidad del proyecto, para compensar su actividad 
previa, en los términos que señale el reglamento.

En esta clase de proyectos de asociación público-
privada, los recursos del Presupuesto General de la 
Nación, de las entidades territoriales o de otros fondos 
públicos, no podrán ser superiores al 30% del presu-
puesto estimado de inversión del proyecto. Tratándose 
de proyectos de infraestructura vial de carreteras dicho 
porcentaje no podrá ser superior al 20% del presupues-
to estimado de inversión del proyecto. Para estos efec-
tos, no se considerarán como recursos del Presupuesto 
General de la Nación, de las entidades territoriales o de 
otros fondos públicos, aquellos valores que en virtud 
de lo dispuesto en la Ley 448 de 1998 y en el Decreto 
número 1068 de 2015, deban hacer parte del Plan de 
Aportes al Fondo de Contingencias calculado para el 
proyecto.

Si el originador no resulta seleccionado para la eje-
cución del contrato, deberá recibir del adjudicatario el 
valor que la entidad pública competente haya determi-
nado, antes de la licitación, como costos de los estudios 
realizados para la estructuración del proyecto.

En todos los casos la entidad estatal competente, de-
berá cumplir con los requisitos establecidos en el artí-
culo 11, numerales 11.2 y siguientes de la presente ley.

Artículo 18. Modifíquese los numerales 6 y 7 del 
artículo 27 de la Ley 1508 de 2012, los cuales quedarán 
así. 
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6. No se podrá celebrar este tipo de contratos du-
rante el último año de gobierno, salvo que sean cele-

-
centralizadas.

7. Las vigencias futuras que se expidan deberán 
cumplir las normas vigentes que regulan la materia 
y los parámetros previstos en el presente artículo. En 
cualquier caso, cuando las vigencias futuras corres-
pondan a proyectos de Asociación Público-Privada a 

-
lizadas, estas podrán ser aprobadas en el último año de 
gobierno y hasta por el plazo de duración del proyecto 
respectivo. 

Artículo 19. Modifíquese el artículo 4° de la Ley 
1228 de 2008, el cual quedará así: 

Artículo 4°. No procederá indemnización, com-
pensación o reconocimiento alguno por obras nuevas o 
mejoras, derechos, prerrogativas o autorizaciones que 
hayan sido levantadas, hechas o concedidas en las fajas 

con posterioridad a su promulgación. 
Tampoco procederá indemnización alguna por la 

devolución de las fajas que fueron establecidas en el 
Decreto-ley 2770 de 1953 y que hoy se encuentran in-
vadidas por particulares. En estos casos las autoridades 
competentes deberán iniciar los procesos de restitución 
de bienes de uso público, dentro de los dos (2) meses 
siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley.

Los gobernadores y los alcaldes, de conformidad 
con lo dispuesto en el parágrafo 2° del artículo 13 de 
la Ley 105 de 1993, deberán proteger y conservar la 
propiedad pública representada en las fajas de terreno 
adquiridas por el Gobierno nacional, las gobernaciones 
o por las alcaldías en virtud del Decreto-ley 2770 de 
1953, al igual que las que se adquieran conforme a lo 
establecido en la presente ley. Estarán igualmente obli-
gados a iniciar inmediatamente las acciones de recupe-
ración en caso de invasión de estos corredores.

Parágrafo 1°. Los gobernadores y los alcaldes, en-
viarán mensualmente al Ministerio de Transporte, al 
Ministerio de Defensa, Policía Nacional de Carreteras, 
y al Ministerio del Interior y de Justicia una relación 
de los procesos de restitución que hayan iniciado en 

-
guimiento.

Parágrafo 2°. En los procesos de articulación o ac-
tualización de los planes de ordenamiento territorial, 
las autoridades competentes deberán consultar los pro-
yectos de infraestructura de transporte que sean de uti-
lidad pública o interés social, que hayan sido aprobados 

incorporados en el respectivo plan como zonas reser-
vadas.

Artículo 20. Adiciónense un parágrafo al artículo 23 
de la Ley 1682 de 2013, así: 

Parágrafo 2°. En las normas, métodos, parámetros, 
criterios y procedimientos que adopte el Instituto Geo-

lo dispuesto en el presente artículo, no procederá in-
demnización, compensación o reconocimiento alguno 
por obras nuevas o mejoras, derechos, prerrogativas, 
autorizaciones que hayan sido levantadas, hechas o 
concedidas en las fajas o zonas reservadas en los térmi-
nos del artículo 4° de la Ley 1228 de 2008.

Artículo 21. Costos de evaluación de los proyectos 
de asociación público-privada. 

Los originadores en la estructuración de proyectos 
de infraestructura pública de iniciativa privada o para 
la prestación de sus servicios asociados, asumirán por 
su propia cuenta y riesgo, la totalidad de los costos de 
la estructuración, incluyendo el costo para su revisión 
y/o evaluación en las etapas de prefactibilidad y facti-
bilidad, según corresponda. 

Para que las entidades Estatales puedan determinar 
los costos de la evaluación del proyecto en etapa de 
prefactibilidad o factibilidad seguirán los siguientes 
parámetros: 

1.1. El valor de los honorarios de los profesionales 
requeridos para la realización de la tarea de evaluación, 

1.2. El costo de las visitas al proyecto que sean ne-
cesarias. 

1.3. Otros costos directos e indirectos de la evalua-
ción. 

El método de cálculo de los costos será así: para el 
numeral 1.1, se estimará el número de profesionales/
mes o contratistas/mes con sus correspondientes hono-
rarios/mes, incluyendo los factores prestacionales; para 
el numeral 1.2, se estimará el número de visitas según 
se requiera y su costo de acuerdo con las tarifas del 
transporte público, y para el numeral 1.3 otros costos 
directos e indirectos relacionados con temas operativos 
y de administración de la evaluación. La sumatoria de 
los costos de evaluación del proyecto, no podrá superar 
al 0.2% del valor del Capex del respectivo proyecto en 
etapa de prefactibilidad o factibilidad, según corres-
ponda. 

La administración y manejo de los recursos desti-
nados a la revisión y/o evaluación de los proyectos en 
etapa de prefactibilidad y factibilidad será a través de 
un patrimonio autónomo que constituirá el originador. 
Los costos que genere su administración deberán ser 
cubiertos por los originadores de asociaciones público-

cargo a los rendimientos de los recursos aportados. 
El administrador del patrimonio autónomo expedirá 

parte del originador, para que la entidad estatal pueda 
contratar la revisión y/o evaluación del respectivo pro-
yecto con cargo a los recursos disponibles en el patri-
monio autónomo constituido para el efecto. La entidad 
estatal encargada de la revisión y/o evaluación de los 

y la encargada de autorizar los pagos que se requieran 
para llevar a cabo la revisión y/o evaluación de la ini-
ciativa privada. 

Parágrafo. El valor de la evaluación del proyecto 
que sea determinado por la entidad estatal en etapa de 
prefactibilidad deberá girarse al patrimonio autónomo 
en el plazo que establezca la entidad para iniciar la re-
visión del proyecto en dicha etapa. 

El valor de la evaluación del proyecto en etapa de 
factibilidad que sea determinado por la entidad estatal 
deberá girarse al patrimonio autónomo dentro de los 
sesenta días anteriores a la fecha establecida por la en-
tidad estatal para entregar el proyecto en etapa de fac-
tibilidad. En caso de que el originador no consigne el 
valor de la evaluación del proyecto, la entidad estatal 
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no adelantará su respectiva evaluación en la etapa en 
que se encuentre.

Artículo 22°. Sustitución del uso de las vías férreas 
para la construcción de sistemas de transporte masi-
vo. Las vías férreas ubicadas dentro de los perímetros 
urbanos, podrán ser usadas total o parcialmente para la 
construcción de Sistema de Transporte Masivo, previa 
entrega de la titularidad del corredor férreo a la entidad 
territorial por parte de la Nación.

Artículo 23. Planes de expansión de las vías férreas 
a cargo de la nación. El Ministerio de Transporte pre-
sentará al Consejo Nacional de Política Económica y 
Social Conpes para su aprobación los planes de expan-
sión de las vías férreas, que deberán contener como mí-
nimo lo siguiente: 

a. La conveniencia de entregar la titularidad de la 
vía férrea a entidades territoriales para realizar inver-
siones en infraestructura para los Sistemas de Trans-
porte, de acuerdo con las prioridades del Plan Nacional 
de Desarrollo. 

b. Las inversiones públicas que pretende realizar las 
entidades territoriales deben efectuarse en infraestruc-
tura de sistemas de transporte, soportadas en estudios a 
nivel de factibilidad. 

Los planes de expansión de las vías férreas podrán 

Las inversiones públicas que se hagan en materia de 
infraestructura vial nacional se ceñirán a lo expuesto 
en los planes de expansión vial y en el Plan Nacional 
de Desarrollo.

Artículo 24. Vigencia. Esta ley rige a partir de la 
publicación.

Ponente:

TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN 
PRIMERA DEL HONORABLE SENADO DE LA 

REPÚBLICA
PROYECTO DE LEY NÚMERO 84 DE 2016 

SENADO
-

siciones orientadas a fortalecer la contratación públi-

ca en Colombia, la ley de infraestructura y se dictan 
otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese los parágrafos 2° y 3° del 
artículo 30 de la Ley 80 de 1993:

Parágrafo 2°. En los procesos de licitación pública 
para seleccionar contratistas de obra, la oferta estará 
conformada por dos sobres, un primer sobre en el cual 
se deberán incluir los documentos relacionados con el 
cumplimiento de los requisitos habilitantes correspon-
dientes a la experiencia, capacidad jurídica, capaci-

reconocimiento de la industria nacional y mipyme. El 
segundo sobre, deberá incluir únicamente la propues-
ta económica de conformidad con todos los requisitos 
exigidos en el pliego de condiciones.

Parágrafo 3°. En los procesos de licitación pública 
para seleccionar contratistas de obra pública, las enti-
dades estatales deberán publicar el informe de evalua-
ción relacionado con los documentos de los requisitos 
habilitantes incluidos en el primer sobre, dentro del 
plazo establecido en el pliego de condiciones.

En estos procesos el informe permanecerá publica-
do en el Secop durante cinco (5) días hábiles, término 
en el que los proponentes podrán hacer las observacio-
nes que consideren y entregar los documentos y la in-

este plazo, la entidad estatal se pronunciará sobre las 
-

ción de los requisitos habilitantes dentro del término 

plazo señalado con anterioridad. Una vez publicado 

no se recibirán documentos o información adicional de 
los proponentes.

Para estos procesos, el segundo sobre, que contie-
ne la oferta económica, se mantendrá cerrado hasta la 
audiencia de adjudicación. Durante esta audiencia se 
dará apertura al sobre, se evaluara la oferta económi-
ca, se establecerá el orden de elegibilidad y se correrá 
traslado a los proponentes habilitados en la misma di-
ligencia. A continuación, en esta misma audiencia los 
proponentes podrán presentar observaciones a la ofer-
ta económica, las cuales deberán ser respondidas por 
la entidad estatal en la misma diligencia.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 53 de la Ley 80 

de 2011, el cual quedará así:
Los consultores y asesores externos responderán ci-

-
plimiento de las obligaciones derivadas del contrato 
de consultoría o asesoría, celebrado por ellos, como 
por los hechos u omisiones que les fueren imputables 
constitutivos de incumplimiento de las obligaciones 
correspondientes a tales contratos y que causen daño o 
perjuicio a las entidades, derivados de la celebración 
y ejecución de contratos respecto de los cuales hayan 
ejercido o ejerzan las actividades de consultoría o ase-
soría.

Por su parte, los interventores, responderán civil, 
-

miento de las obligaciones derivadas del contrato de 
interventoría, como por los hechos u omisiones que le 
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sean imputables y causen daño o perjuicio a las enti-
dades, derivados de la celebración y ejecución de los 
contratos respecto de los cuales hayan ejercido o ejer-
zan las funciones de interventoría, siempre y cuando 
tales perjuicios provengan del incumplimiento o res-
ponsabilidad directa, por parte del interventor, de las 
obligaciones que a este le correspondan conforme con 
el contrato de interventoría.

Artículo 3°. Adiciónese el siguiente inciso al nume-

por el artículo 7° de la Ley 1185 de 2008 así:
Cuando se trate de proyectos de infraestructura de 

la Nación la intervención deberá ser responsabilidad 
del respectivo concesionario con la supervisión del 
profesional registrado o acreditado ante la respectiva 
autoridad o instituciones de investigación especializa-
das o universidades con programas pertinentes debi-
damente acreditados. Los proyectos que se encuentran 
en ejecución al momento de expedición de la presente 

registrado, el contratista o concesionario podrá optar 
por mantener la responsabilidad en cabeza de dicho 
profesional o adoptar la solución a que hace referencia 
el presente artículo.

Artículo 4°. Adiciónese el siguiente parágrafo al ar-
tículo 2° de la Ley 1150 de 2007:

Parágrafo 7°. El Gobierno nacional adoptará do-
cumentos tipo para los pliegos de condiciones de los 
procesos de selección de obras públicas, interventoría 
para las obras públicas, interventoría para consultoría 
de estudios y diseños para obras públicas, consulto-
ría en ingeniería para obras, los cuales deberán ser 
utilizados por todas las entidades sometidas al Esta-
tuto General de la Contratación de la Administración 
Pública en los procesos de selección que adelanten. 
Dentro los documentos tipo el Gobierno adoptará de 
manera general y con alcance obligatorio para todas 
las entidades sometidas al Estatuto General de Contra-
tación de la Administración Pública, las condiciones 

-
tores técnicos y económicos de escogencia y la ponde-
ración precisa y detallada de los mismos, que deberán 
incluirse en los pliegos de condiciones, teniendo en 
cuenta la naturaleza y cuantía de los contratos. Para 
la adopción de esta reglamentación el Gobierno tendrá 
en cuenta las características propias de las regiones y 
hará las distinciones que resulten necesarias.

Artículo 5°. Modifíquese el literal c) del numeral 4 

los artículos 92 y 95 de la Ley 1474 de 2011, el cual 
quedará así:

“Contratos interadministrativos, siempre que las 
obligaciones derivadas del mismo tengan relación di-
recta con el objeto de la entidad ejecutora señalado en 
la ley o en sus reglamentos.

“Se exceptúan los contratos de obra, interventoría 
de obra, consultoría en ingeniería para obra, suminis-
tro, prestación de servicios de evaluación de confor-
midad respecto de las normas o reglamentos técnicos, 

-
tuciones de educación superior públicas o las Socieda-
des de Economía Mixta con participación mayoritaria 
del Estado, o las personas jurídicas sin ánimo de lucro 
conformadas por la asociación de entidades públicas, 
o las federaciones de entidades territoriales sean las 

ejecutoras. Estos contratos podrán ser ejecutados por 
las mismas, siempre que participen en procesos de li-
citación pública o contratación abreviada de acuerdo 
con lo dispuesto por los numerales 1 y 2 del presente 
artículo.

En aquellos eventos en que el régimen aplicable a 
la contratación de la entidad ejecutora no sea el de la 
Ley 80 de 1993, la ejecución de dichos contratos estará 
en todo caso sometida a esta ley, salvo que la entidad 
ejecutora desarrolle su actividad en competencia con 
el sector privado o cuando la ejecución del contrato 
interadministrativo tenga relación directa con el desa-
rrollo de su actividad.

En aquellos casos en que la entidad estatal ejecu-
tora deba subcontratar algunas de las actividades de-
rivadas del contrato principal, no podrá ni ella ni el 
subcontratista, contratar o vincular a las personas na-
turales o jurídicas que hayan participado en la elabo-
ración de los estudios, diseños y proyectos que tengan 
relación directa con el objeto del contrato principal.

-
radministrativo, los contratos de seguro de las entida-
des estatales.

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 5° de la Ley 
1150 de 2007, el cual quedará así:

“Artículo 5°. De la selección objetiva. Es objetiva 
la selección en la cual la escogencia se haga al ofreci-

busca, sin tener en consideración factores de afecto o 
de interés y, en general, cualquier clase de motivación 
subjetiva. En consecuencia, los factores de escogen-

pliegos de condiciones o sus equivalentes, tendrán en 
cuenta los siguientes criterios:

1. La capacidad jurídica y las condiciones de expe-

-
miento como requisitos habilitantes para la participa-
ción en el proceso de selección y no otorgarán puntaje, 
con excepción de lo previsto en el numeral 4 del presen-
te artículo. La exigencia de tales condiciones debe ser 
adecuada y proporcional a la naturaleza del contrato 

las condiciones antes señaladas será efectuada por las 
Cámaras de Comercio de conformidad con lo estable-
cido en el artículo 6° de la presente ley, de acuerdo con 

2. La oferta más favorable será aquella que, tenien-
do en cuenta los factores técnicos y económicos de es-
cogencia y la ponderación precisa y detallada de los 
mismos contenida en los pliegos de condiciones o sus 
equivalentes, resulte ser la más ventajosa para la en-
tidad, sin que la favorabilidad la constituyan factores 
diferentes a los contenidos en dichos documentos.

En los contratos de obra pública, los factores técni-
cos no serán criterio para determinar la oferta más fa-
vorable. El Gobierno nacional reglamentará los casos 
en los cuales, teniendo en cuenta la complejidad de la 
obra a realizar, puedan incluirse factores adicionales 
de evaluación en este tipo de contratos. 

3. Sin perjuicio de lo previsto en el numeral 1 del 
presente artículo, en los pliegos de condiciones para 
las contrataciones cuyo objeto sea la adquisición o 
suministro de bienes y servicios de características 
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técnicas uniformes y común utilización, las entidades 
estatales incluirán como único factor de evaluación el 
menor precio ofrecido.

4. En los procesos para la selección de consultores 

destinados a valorar los aspectos técnicos de la oferta 
o proyecto. De conformidad con las condiciones que 
señale el reglamento, se podrán utilizar criterios de 

trabajo, en el campo de que se trate.
En ningún caso se podrá incluir el precio, como 

factor de escogencia para la selección de consultores 
e interventores.

Parágrafo 1°. La ausencia de requisitos o la fal-
ta de documentos referentes a la futura contratación 
o al proponente, no necesarios para la comparación 

el rechazo de los ofrecimientos hechos. En consecuen-
cia, todos aquellos requisitos de la propuesta que no 
afecten la asignación de puntaje, podrán ser solicita-
dos por las entidades estatales, y deberán ser entrega-
dos por los proponentes durante el término de cinco 
(5) días hábiles en el que el informe de evaluación de 
los requisitos habilitantes haya sido publicado en el 
Secop. Serán rechazadas las ofertas de aquellos pro-
ponentes que no suministren la información y la docu-
mentación solicitada por la entidad estatal en el plazo 
anteriormente señalado.

Parágrafo 2°.

podrán establecerse como documento habilitante para 
participar en licitaciones o concursos.

Parágrafo 3°. La no entrega de la garantía de se-
riedad junto con la propuesta no será subsanable y 
será causal de rechazo de la misma.

Parágrafo 4°. En aquellos procesos de selección 
en los que se utilice el mecanismo de subasta, los do-
cumentos referentes a la futura contratación o al pro-
ponente, no necesarios para la comparación de las 
propuestas, deberán ser solicitados hasta el momento 
previo a su realización.

Parágrafo 5°. En los procesos de contratación de 
obra y de consultoría para la elaboración de estudios 
y diseños de ingeniería para obra, con excepción para 
asociaciones público privadas y concesiones, las enti-
dades estatales deberán aceptar la experiencia adqui-
rida por los proponentes a través de la ejecución de 
contratos con particulares.

Artículo 7°. Adiciónese un parágrafo al artículo 8° 
de la Ley 1150 de 2007, el cual quedará así:

“Parágrafo. No es obligatorio contar con disponi-
bilidad presupuestal para realizar la publicación del 
proyecto de Pliego de Condiciones”.

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 33 de la Ley 
1508 de 2012, el cual quedará así:

La elaboración de estudios, la evaluación de pro-
yectos de iniciativa privada y las interventorías de los 
contratos, se podrán contratar mediante el procedi-
miento de selección abreviada de menor cuantía o mí-
nima cuantía según su valor.

En los contratos para la ejecución de proyectos de 
asociación público-privada la interventoría deberá 
contratarse con una persona independiente de la en-

tidad contratante y del contratista. Dichos intervento-

tanto por el cumplimiento de las obligaciones deriva-
das del contrato de interventoría, como por los hechos 
u omisiones que les sean imputables y causen daño o 
perjuicio a las entidades, derivados de la celebración 
y ejecución de contratos respecto de los cuales hayan 
ejercido o ejerzan las funciones de interventoría, siem-
pre y cuando tales perjuicios provengan del incumpli-
miento o responsabilidad directa, por parte del inter-
ventor, de las obligaciones que a este le corresponden 
con el contrato de interventoría.

de 2013, el cual quedará así:
“Artículo 22. Limitaciones, afectaciones, gra-

vámenes al dominio, medidas cautelares, impues-
tos y contribución de valorización. En el proceso de 
adquisición de predios requeridos para proyectos de 
infraestructura de transporte, en caso de existir acuer-
do de negociación entre la entidad Estatal y el titular 
inscrito en el folio de matrícula y previo al registro de 
la escritura pública correspondiente, la entidad esta-
tal, con cargo al valor del negocio, podrá descontar la 
suma total o proporcional que se adeuda por concep-
to de gravámenes, limitaciones, afectaciones, medidas 
cautelares, impuestos y contribución de valorización y 
pagar directamente dicho valor al acreedor o mediante 
depósito judicial a órdenes del despacho respectivo, en 
caso de cursar procesos ejecutivos u ordinarios en los 
que se haya ordenado el respectivo gravamen, consi-
derando para el efecto el área objeto de adquisición, 

no ser posible, se continuará con el proceso de expro-
piación administrativa o judicial, según corresponda.

con destino al Registrador de Instrumentos Públicos 
respectivo o a la autoridad competente, en el cual se 
solicite levantar la limitación, la afectación, gravamen 
o medida cautelar, evidenciando el pago y paz y salvo 
correspondiente, cuando a ello haya lugar. El Regis-
trador deberá dar trámite a la solicitud en un término 
perentorio de 15 días hábiles.

Una vez realizada la respectiva anotación en el re-

al notario correspondiente para que obre en la escritu-
ra pública respectiva del inmueble.

Las medidas cautelares al dominio cuya inscripción 
se encuentre caducada de acuerdo con lo dispuesto en 
la Ley 1579 de 2012, se podrán cancelar con la soli-
citud que realice la entidad estatal al Registrador de 
Instrumentos Públicos.

Cuando se trate de servidumbres de utilidad pública 
y las redes y activos allí asentados puedan mantenerse, 
se conservará el registro del gravamen en el folio del 
inmueble.

Parágrafo. La entidad estatal con cargo al valor del 
negocio, podrá descontar la suma total o proporcional 
que debe pagarse por concepto de gastos de notariado 
y registro y pagar directamente dicho valor”.

24 de la Ley 1682 de 2013, el cual quedará así:
Parágrafo 2°. El avalúo comercial tendrá una vi-

gencia de un (1) año, contado desde la fecha de su co-
municación a la entidad solicitante o desde la fecha en 
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-

-
luntaria.

Artículo 11. El artículo 25 de la Ley 1682 de 2013, 
-

dará así:
 La oferta 

-
-

la del inmueble objeto de expropiación o al respectivo 
poseedor regular inscrito o a los herederos determina-
dos e indeterminados, entendidos como aquellas per-
sonas que tengan la expectativa cierta y probada de 
entrar a representar al propietario fallecido en todas 
sus relaciones jurídicas por causa de su deceso de con-
formidad con las leyes vigentes.

La oferta será remitida por el representante legal de 
la entidad pública competente para realizar la adquisi-

cual contendrá como mínimo:
1. Indicación de la necesidad de adquirir el inmue-

ble por motivo de utilidad pública.
2. Alcance de conformidad con los estudios de via-

bilidad técnica.

4. Valor como precio de adquisición acorde con lo 
previsto en el artículo 37 de la presente ley.

5. Información completa sobre los posibles proce-
sos que se pueden presentar como son: enajenación 
voluntaria, expropiación administrativa o judicial.

Se deberán explicar los plazos, y la metodología 
-

pietario o poseedor según el caso.

etapa de negociación directa, en la cual el propietario 
o poseedor inscrito tendrá un término de quince (15) 
días hábiles para manifestar su voluntad en relación 
con la misma, bien sea aceptándola, o rechazándola.

Si la oferta es aceptada, deberá suscribirse escri-
tura pública de compraventa o la promesa de compra-
venta dentro de los diez (10) días hábiles siguientes e 

-
trumentos públicos del lugar correspondiente.

Se entenderá que el propietario o poseedor del pre-
dio renuncian a la negociación cuando:

a) Guarden silencio sobre la oferta de negociación 
directa.

b) Dentro del plazo para aceptar o rechazar la ofer-
ta no se logre acuerdo.

c) No suscriban la escritura o la promesa de com-

ley por causas imputables a ellos mismos.
Será obligatorio iniciar el proceso de expropiación 

si transcurridos treinta (30) días hábiles después de la 

a un acuerdo formal para la enajenación voluntaria, 
contenido en un contrato de promesa de compraventa 

-
bre los que recaiga la declaratoria de utilidad pública 
o de interés social, e inscrita dicha oferta en el respec-

podrán ser objeto de ninguna limitación al dominio. El 
registrador se abstendrá de efectuar la inscripción de 
actos, limitaciones, gravámenes, medidas cautelares o 
afectaciones al dominio sobre aquellos.

Parágrafo. La entidad adquirente procederá a ex-
pedir directamente la resolución de expropiación sin 
necesidad de expedir oferta de compra en los siguien-
tes eventos:

-
recho real de dominio falleció y no es posible determi-
nar sus herederos.

2. En el evento en el que alguno de los titulares del 
derecho real inscrito en el folio de matrícula inmobilia-
ria del inmueble objeto de adquisición o el respectivo 
poseedor regular inscrito se encuentren reportados en 
alguna de las listas de control de prevención de lavado 

Una vez expedida la resolución de expropiación, la 
entidad adquirente solicitará la inscripción de la mis-

y libertad del inmueble. El registrador se abstendrá de 
efectuar la inscripción de actos, limitaciones, gravá-
menes, medidas cautelares o afectaciones al dominio 
sobre aquellos.

Surtida la etapa de agotamiento de vía gubernativa, 
la Entidad adquirente deberá acudir al procedimien-
to de expropiación judicial contemplado en el artículo 
399 del Código General del Proceso o la norma que lo 

-
miento automático y el valor que arroje la expropia-
ción se dejará a cargo del juzgado de conocimiento.

Parágrafo 2°. Se dispone un plazo de 30 días si-
guientes a la suscripción de contratos de compraventa 
de los bienes objeto de la oferta de compra, para reali-
zar el pago correspondiente, vencido el plazo y no ha-
biéndose realizado el mismo, los titulares de derechos 
reales podrán acudir al proceso ejecutivo y se causa-
ran interés de mora.

Ley 1682, el cual quedará así:
“Artículo 27. Permiso de intervención voluntario. 

Mediante documento escrito suscrito por la entidad y 
el titular inscrito en el folio de matrícula el poseedor 
regular o los herederos determinados del bien, podrá 
pactarse un permiso de intervención voluntario del in-
mueble objeto de adquisición o expropiación. El per-
miso será irrevocable una vez se pacte.

Con base en el acuerdo de intervención suscrito, la 
entidad deberá iniciar el proyecto de infraestructura 
de transporte.

Lo anterior, sin perjuicio de los derechos de terce-
ros sobre el inmueble los cuales no surtirán afectación 
o detrimento alguno con el permiso de intervención 
voluntaria, así como el deber del responsable del pro-
yecto de infraestructura de transporte de continuar con 
el proceso de enajenación voluntaria, expropiación ad-
ministrativa o judicial, según corresponda.

Parágrafo. En el proceso administrativo, en caso 
de no haberse pactado el permiso de intervención vo-
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luntario del inmueble objeto de adquisición o expro-
piación, dentro de los quince (15) días siguientes a la 
ejecutoria del acto administrativo que la dispuso, la 
entidad interesada solicitará a la respectiva autoridad 
de policía, la práctica de la diligencia de desalojo, que 
deberá realizarse con el concurso de esta última y con 

personero municipal quien deberá garantizar la pro-
tección de los derechos humanos, dentro de un término 
perentorio de cinco (5) días, de la diligencia, se levan-
tará un acta y en ella no procederá oposición alguna”.

Artículo 13. En los trámites de gestión predial en 
los cuales el ejecutor de un proyecto de infraestructura 

proyecto se encuentran ocupados, será procedente el 
pago y reconocimiento de las mejoras realizadas por 
los ocupantes. El precio máximo de adquisición de es-
tas mejoras será el que para el efecto establezcan las 
lonjas de conformidad con los criterios que para ello 
señale la entidad competente. En caso de no aceptar el 
valor propuesto, la entidad adquirente podrá dar inicio 
al proceso de expropiación de las mencionadas mejo-
ras.

Artículo 14- Vigencia. Esta ley rige a partir de la 
publicación.

En los anteriores términos fue aprobado Proyecto 
de ley número 84 de 2016 Senado, por la cual se adi-

a fortalecer la contratación pública en Colombia, la 
ley de infraestructura y se dictan otras disposiciones, 
como consta en la sesión del día 26 de octubre de 2016, 
acta número 15. 
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